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MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

P. DEL S. 771 

 

 

 

(Por el señor Martínez 

Santiago) 

SALUD 

 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

 

Para establecer la “Carta de Derechos de las 
Personas Diagnosticadas con VIH o SIDA Viviendo 

con VIH en cualquiera de sus etapas en Puerto 
Rico”, derogar la Ley Núm. 349 -2000 del 2 de 
septiembre de 2000, conocida como “Carta de 
Derechos de las Personas Portadoras del Virus 
VIH/SIDA en Puerto Rico”; y para otros fines 
relacionados. 
 

P. DEL S. 990 

 

 

 

(Por el señor Muñiz Cortés) 

DESARROLLO DEL OESTE; 

TURISMO Y  CULTURA 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para crear la “Ruta Costera y Gastronómica de 
Jobos” en el Municipio de Isabela, estará adscrita a 
la Compañía de Turismo, donde la misma, tendrá el 

compromiso de delegar la responsabilidad delegar 
la responsabilidad de las agencias gubernamentales 
para promover esta legislación; y para otros fines 
relacionados.   
 

R. DEL S. 130 

 

 

 

 

(Por la señora Vázquez 

Nieves) 

ASUNTOS DEL CONSUMIDOR 

Y SERVICIOS PÚBLICOS 

ESENCIALES 

 

 

(Tercer Informe Parcial) 

Para ordenar a la Comisión de Asuntos del 
Consumidor y Servicios Públicos Esenciales del 
Senado de Puerto Rico realizar una investigación del 
estado en que se encuentran la prestación de 
servicios esenciales a la ciudadanía, incluyendo, 
pero sin limitarse, los Servicios de Salud Mental; 
Servicios Educativos para Niños con Necesidades 
Especiales, Talentosos, Superdotados y de Corriente 
Regular; Servicios de Salud; Seguridad en las 
Escuelas; Servicios de Suministro de Agua Potable; 
los Servicios de la Autoridad Energía Eléctrica; 
Tramitación y Recibo de Asistencia Económica 

18va Asamblea 
       Legislativa 
 

                                  4ta Sesión 

                                    Ordinaria    
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MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

  Gubernamental de toda clase para personas de 
Escasos Recursos y por Organizaciones sin Fines de 
Lucro, que se dedican a la Prestación de Servicios a 
Poblaciones Vulnerables; Situaciones Temporeras o 
Permanentes que estén Impactando los Servicios 
Esenciales en la Región; para identificar la 
necesidad de legislación adicional o enmienda a 
estatutos vigentes que impacten la prestación de 
servicios esenciales y calidad de vida de la 
ciudadanía. 
 

R. DEL S. 263 

 

 

 

(Por la señora Vázquez 

Nieves; Coautora la señora 

Nolasco Santiago) 

 

BIENESTAR SOCIAL Y 

ASUNTOS DE LA FAMILIA 

 

 

 

(Informe Final) 

Para ordenar a la Comisión de Bienestar Social y 
Asuntos de la Familia del Senado de Puerto Rico 
realizar una investigación exhaustiva en torno a todo 
el proceso de expedición de los Certificados de 
Antecedentes de Maltrato, Maltrato Institucional, 
Negligencia o Negligencia Institucional que emite el 
Registro Central del Departamento de la Familia; 
estudiar cuánto se tarda la agencia en expedir dichos 
certificados, las razones para cualquier demora y sus 
consecuencias en los casos pendientes ante el 
Tribunal, específicamente, en los de adopción, y en 
el reclutamiento en trabajos con niños; conocer cada 
cuánto se actualiza dicho Registro.    
 

R. DEL S. 265 

 

 

 

 

(Por el señor Seilhamer 

Rodríguez) 

JUVENTUD, RECREACIÓN 

Y DEPORTES 

 

 

 

(Primer Informe Parcial) 

Para ordenar a la Comisión de Juventud, Recreación 
y Deportes del Senado de Puerto Rico realizar una 
investigación abarcadora sobre el cumplimiento con 
la Ley 8-2004, según enmendada, conocida como 
“Ley Orgánica del Departamento de Recreación y 
Deportes”, sobre todo en cuanto al desempeño de la 
Comisión de Seguridad en la Recreación y el 
Deporte y si el desembolso de fondos públicos y 
utilización de facilidades públicas es conforme lo 
dispone el estatuto y los requisitos establecidos por 
el Departamento de Recreación y Deportes. 
 

R. DEL S. 378 

 

 

 

(Por el señor Nazario 

Quiñones) 

BIENESTAR SOCIAL Y 

ASUNTOS DE LA FAMILIA 

 

 

(Informe Final) 
 

 

Para ordenar a la Comisión de Bienestar Social y 
Asuntos de Familia del Senado de Puerto Rico, 
realizar una investigación exhaustiva sobre el 
cumplimiento de la Oficina de la Defensoría de las 
Personas con Impedimentos y el Sistema Integrado 
de Cumplimiento Laboral con las disposiciones de 
la Ley 158-2015, según enmendada, conocida como 
la “Ley de la Defensoría de las Personas con 
Impedimentos del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico” , y el cumplimiento con las disposiciones de 
otras leyes estatales y federales aplicables.  
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MEDIDA COMISIÓN  TÍTULO 

R. DEL S. 674 

 

 

 

(Por el señor Nadal Power) 

ASUNTOS INTERNOS 

 

 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar a la Comisión de Hacienda del Senado 
de Puerto Rico, investigar realizar una investigación 

sobre la implementación y efectividad de la política 
pública del gobierno establecida en la Ley 74-2006, 
conocida como la “Ley del Programa de Ayuda a 
Jugadores Compulsivos de Puerto Rico”; 
incluyendo el cumplimiento con la asignación de 
fondos establecido en dicha Ley. 
 

P. DE LA C. 1522 

 

 

(Por el representante 

Miranda Rivera) 

TURISMO Y CULTURA 

 

 

(Con enmiendas en el Decrétase 

y en el Título) 

 

Para designar con el nombre de Puente La 
Esperanza al puente ubicado en el Barrio San 
Lorenzo, Carretera 567 del término municipal de 
Morovis, recientemente restaurado luego del paso 
del huracán María, ícono de la superación y la 
perseverancia de la comunidad; eximir tal 
designación de cumplir con las disposiciones de la 
Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según 
enmendada, conocida como “Ley de la Comisión 
Denominada de Estructuras y Vías Públicas”; y para 
otros fines relacionados. 
 

 







































































TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(16 DE MARZO DE 2017) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va.  Asamblea 1ra.  Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 130 
23 de febrero de 2017 

Presentada por la señora Vázquez Nieves  
Referida a la Comisión de Asuntos Internos 

 

RESOLUCIÓN 
 
Para ordenar a l a C omisión de  A suntos de l C onsumidor y S ervicios P úblicos E senciales d el 

Senado de P uerto R ico realizar u na i nvestigación d el es tado en  q ue s e en cuentran l a 
prestación d e s ervicios es enciales a l a ci udadanía, i ncluyendo, p ero sin l imitarse, l os 
Servicios d e S alud M ental; S ervicios E ducativos p ara N iños co n N ecesidades E speciales, 
Talentosos, S uperdotados y de C orriente R egular; S ervicios d e S alud; Seguridad e n l as 
Escuelas; Servicios de Suministro de Agua Potable; los Servicios de la Autoridad Energía 
Eléctrica; Tramitación y Recibo de Asistencia Económica Gubernamental de toda clase para 
personas de Escasos Recursos y por Organizaciones sin Fines de Lucro, que se dedican a la 
Prestación de Servicios a Poblaciones Vulnerables; Situaciones Temporeras o Permanentes 
que estén Impactando los Servicios Esenciales en la Región; para identificar la necesidad de 
legislación adicional o enmienda a estatutos vigentes que impacten la prestación de servicios 
esenciales y calidad de vida de la ciudadanía. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El Diccionario de l a Real Academia Española define el  s er “pobre” como “al guien que no  

tiene l o n ecesario p ara v ivir”. Al pl antearnos l a e xpresión de  “ pobreza”, podr ían m uchos 

argumentar sobre la s ituación socio-económica que viven niños y familias en lugares distantes, 

en Centro y Sur América, incluso sobre la que  v iven esta población en continentes l ejanos. S i 

reflexionamos sobre la definición que encabeza esta exposición de motivos y visitamos distintos 

pueblos de Puerto R ico, co n es pecial énfasis en  l as z onas r urales o  u rbanas al ejadas d el ár ea 

metropolitana, entenderemos la triste realidad de que cientos de miles de nuestros constituyentes 

en P uerto R ico v iven e n car ne p ropia cad a d ía “l a p obreza” m aterial, p or s u i ncapacidad d e 

sufragar t odas l as ne cesidades b ásicas d e s u h ogar.  La crisis f iscal p or l a cu al a t raviesa el  
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Gobierno de  P uerto R ico, e l a lto c osto de  l os servicios de  l uz y agua, e l a lto c osto de  l os 

alimentos en los supermercados, en comparación con muchos estados, agudiza esta realidad. 

En un artículo reseñado en el periódico el Nuevo Día del 31 de enero de 2016, surgen varios 

datos recopilados por estos que son particularmente importantes para la presente resolución. Se 

menciona q ue “La falta d e a cceso a s ervicios y o portunidades p uede t ener r epercusiones 

profundas e irreversibles en los menores pobres en el País, estimados en un 57%.”  Además, que 

en Puerto Rico, el 62% de los menores, de uno a cinco años, vive bajo niveles de pobreza y sus 

padres enfrentan una tasa de desempleo de un 29%. “Se asume que como uno no l os ve en las 

luces como en otras partes del mundo, no e xiste pobreza. Pero si se examina lo que se informa 

solamente sobre abuso, maltrato a  la niñez y la privación en que viven muchas familias, sabes 

que en Puerto Rico hay niños pobres”, sostuvo el coordinador del Centro Agenda Puertorriqueña 

para la Calidad de Vida de la Universidad Interamericana.   

El que seis (6) de cada diez (10) niños en Puerto Rico, vivan en estado de pobreza, envía un 

poderoso m ensaje a es ta A samblea Legislativa, que  l a pobl ación que  r epresenta e l pr esente y 

futuro de  P uerto R ico, los f uturos m aestros, e mpresarios, c omerciantes, e nfermeros, e n fin, 

aquellos que  t omarán l as r iendas de  Puerto R ico en el  d ía d e m añana, n o cu entan co n l as 

herramientas necesarias para desarrollarse a s u máximo potencial.  E s de conocimiento general, 

que cad a vez que s e i nicia una s esión o rdinaria o ex traordinaria, c ada v ez que j uramenta a su 

cargo el titular de una agencia, trasciende públicamente distintos planes de trabajo, que debieron, 

de al guna f orma, ap ortar a m ejorar l a cal idad d e v ida d e n uestros h abitantes.  No obstante, 

afloran las mismas dudas, ¿Cómo han mejorado los servicios? ¿Qué ha pasado con las pasadas 

asignaciones l egislativas? ¿ Dónde e stán c oncentrados l os r ecursos d el E stado? ¿ Qué f alta p or 

hacer p ara erradicar o  minimizar l a p obreza en  P uerto R ico? ¿Qué n ecesitamos p ara q ue l os 

ciudadanos reciban servicios públicos de alta calidad?  

Es por lo antes expuesto, que esta Resolución pretende facultar a la Comisión de Asuntos del 

Consumidor y S ervicios P úblicos E senciales de l S enado r ealizar una  i nvestigación, e studio y 

análisis del estado en que se encuentran la prestación de servicios esenciales a la ciudadanía.  
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Esta i nvestigación incluirá r ecomendaciones específicas, que p ermitan r eenfocar l a política 

pública de l G obierno de  P uerto R ico pa ra que  s ea un e nte a ctivo de  t ransformación s ocial y 

económica; y cualquier otro asunto relacionado con la materia objeto de esta Resolución.   

RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Esenciales 1 

del S enado de P uerto R ico realizar u na i nvestigación d el estado en  q ue s e en cuentran l a 2 

prestación de servicios esenciales a la ciudadanía.  3 

Sección 2 .- La C omisión deberá r endir i nformes p arciales co n h allazgos y 4 

recomendaciones d urante el  t érmino d e l a d ecimoctava A samblea Legislativa, y r endirá u n 5 

informe final que contenga los hallazgos, conclusiones y recomendaciones  antes de finalizar 6 

la Séptima Sesión Ordinaria.  7 

Sección 3.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 8 











































TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 

(12 DE FEBRERO DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                     1ra. Sesión 
           Legislativa               Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 263 

5 de mayo de 2017 

Presentada por la señora Vázquez Nieves  

Coautora la señora Nolasco Santiago 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos 

 

RESOLUCIÓN 
 
Para ordenar a la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Familia del Senado de Puerto 

Rico realizar una investigación exhaustiva en torno a todo el proceso de expedición de los 
Certificados de Antecedentes de Maltrato, Maltrato Institucional, Negligencia o Negligencia 
Institucional que emite el Registro Central del Departamento de la Familia; estudiar cuánto 
se tarda la agencia en expedir dichos certificados, las razones para cualquier demora y sus 
consecuencias en los casos pendientes ante el Tribunal, específicamente, en los de 
adopción, y en el reclutamiento en trabajos con niños; conocer cada cuánto se actualiza 
dicho Registro.    

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

En el presente, cuando una persona interesa adoptar un menor, certificarse como hogar de 

crianza u laborar en lugares donde hay niños como escuelas, albergues, campamentos, centros de 

tratamientos, entre otros, tiene que solicitar un Certificado de Antecedentes de Maltrato, Maltrato 

Institucional, Negligencia o Negligencia Institucional (en adelante el Certificado). Todo esto con 

el fin de certificar que la persona que interesa adoptar o trabajar en áreas relacionadas con niños 

no cuenta con un historial de maltrato que impida el ejercicio de sus funciones.  

Este Certificado es otorgado por el Registro Central, el cual es una unidad de trabajo 

establecida en el Departamento de la Familia para recopilar información sobre todos los referidos 

y casos de Maltrato, Maltrato Institucional, Negligencia o Negligencia 

Institucional. Específicamente, el artículo 8 de la Ley 246-2011, según enmendada, mejor conocida 
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como “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, dispone que dicho registro 

forma parte del Centro Estatal de Protección a Menores, el cual está adscrito a la Administración 

de Familias y Niños. Asimismo, establece que este Registro consistirá de un sistema de 

información integrado acerca de toda situación de maltrato, maltrato institucional, negligencia o 

negligencia institucional. 

Sin embargo, se ha señalado que el Departamento de la Familia  se tarda entre dos (2) 

semanas a (2) meses en expedir el referido Certificado, atrasando el reclutamiento de personas y 

los procesos de adopción y custodia ante los Tribunales.  El atraso en la expedición de dichos 

certificados provoca que los Tribunales, cuando necesiten la certificación para casos de custodia 

de un menor, soliciten la presencia de un trabajador social del Departamento de la Familia en el 

pleito para que informe si existen dichos antecedentes. En otras ocasiones, obligaría a los 

Tribunales a tener que señalar otra audiencia para atender el asunto.  

Incluso, la tardanza en emitir los certificaciones provoca que los propios trabajadores 

sociales del Departamento de la Familia desisten de solicitar dicho Certificado, informando 

directamente de los antecedentes al Tribunal. Esto ocasiona que el Estado incurra en gastos 

excesivos. En primer lugar, al mantener a los trabajadores sociales del Departamento de la 

Familia en los Tribunales de Relaciones de Familia, realizando trabajo clerical y de mensajeros. 

En segundo lugar, paraliza los casos en los Tribunales postergando dictámenes finales en casos 

de custodia y adopción.  

Ciertamente, nos parece necesario que la expedición de estos certificados sean sin 

dilación. En ese sentido, la tardanza en la expedición de los certificados impediría la consecución 

de tres (3) políticas públicas importantes en nuestra sociedad: la solución rápida y efectiva de los 

pleitos, la promoción de los procesos de adopción y la creación de empleos. Además, 

desconocemos cada cuánto se actualiza el Registro Central de Antecedentes de Maltrato y 

Negligencia. 

Es por esta razón que entendemos meritorio investigar todo el proceso de expedición 

relacionado con dicho Certificado y estudiar las razones y consecuencias que acarrearía una 

tardanza en su emisión. Asimismo, es necesario conocer si el Registro Central se mantiene 

actualizado con el fin de que provea información certera sobre el historial de maltrato de las 

personas.  
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RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Familia del 1 

Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva en torno a todo el proceso de 2 

expedición de los Certificados de Antecedentes de Maltrato, Maltrato Institucional, Negligencia o 3 

Negligencia Institucional que emite el Registro Central del Departamento de la Familia; estudiar 4 

cuánto se tarda la agencia en expedir dichos certificados, las razones para cualquier demora y sus 5 

consecuencias en los casos pendientes ante el Tribunal, específicamente, en los de adopción, y en 6 

el reclutamiento en trabajos con niños; conocer cada cuánto se actualiza dicho Registro.    7 

Sección 2.- La Comisión deberá rendir un informe con sus hallazgos, conclusiones y 8 

recomendaciones dentro de noventa (90) d.as después de la aprobación de esta Resolución.  9 

Sección 3.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.  10 



18 ,.a Asamblea 
Legislativa 

ORIGINAL 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. del S. 265 
Primer Inforn1e Parcial 

/f/de mayo de 2018 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

3 ra Sesión 
Ordinaria 

La Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado de Puerto Rico, 
previo estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del Primer 
Informe Parcial sobre la Resolución del Senado 265, según enmendada, con sus 
hallazgos, conclusiones y recomendaciones. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La Resolución del Senado 265, según enmendada, ordena a la Comisión de 
Juventud, Recreación y Deportes realizar una investigación abarcadora sobre el 
cumplimiento con la Ley 8-2004, según enmendada, conocida como "Ley Orgánica del 

rfJ 
Departamento de Recreación y Deportes", sobre todo en cuanto al desempeño de la 
Comisión de Seguridad en la Recreación y el Deporte y si el desembolso de fondos 
públicos y utilización de facilidades públicas es conforme lo dispone el estatuto y los 
requisitos establecidos por el Departamento de Recreación y Deportes. 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN 

La Comisión de Juventud, Recreación y Deportes celebró vistas públicas los días: 
21 de agosto de 2017,29 de enero de 2018 y 1 de marzo de 2018. En estas comparecieron 
los siguientes: la licenciada Adriana Sánchez Parés, Secretaria del Departamento de 
Recreación y Deportes; la señora Sara Rosario Vélez, Presidenta del Comité Olímpico de 
Puerto Rico; el señor Antonio López, Presidente de la Federación Puertorriqueña de 
Ginmasia; el Profesor David Bahamundi, del Programa de Terapéutica Atlética de la 
Universidad de Puerto Rico, Recinto de Ponce y el señor Ángel Toro, en representación 
del Presidente de la Federación de Baloncesto. Por último, sometió memorial explicativo 
el doctor César Trabanco, Presidente de la Federación Puertorriqueña de Voleibol. 
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La Ley Orgánica del Departamento de Recreación y Deportes (en adelante, ORO o 
Departamento), 8-200-l, según erunendada, establece entre otras cosas la Comisión de 
Seguridad en la Recreación y el Deporte. Adscrita a la Oficina del Secretario, tiene el 
propósito de atender las actividades recreativas y deportivas de alto riesgo. Es dirigida 
por un Comisionado designado por el Secretario. Entre sus deberes y responsabilidades 
encontramos: 

(a) hacer sugerencias en cuanto a la contratación de los servicios de asesoramiento 
y peritaje que estime necesarios; 

(b) recomendar al Secretario el nombramiento de los comisionados asociados que 
considere ineludible integrar a la Comisión de Seguridad para supervisar las 
distintas actividades recreativas y deportivas de alto riesgo. El nombramiento 
podrá ser temporero o permanente, de acuerdo con las características 
particulares de la actividad concernida; 

(e) determinar las distintas categorías de la recreación y el deporte de alto riesgo, 
de acuerdo con la naturaleza de la actividad y de los participantes en la misma; 

(d) proponer las normas para la expedición de licencias y la operación de 
actividades recreativas o deportivas de alto riesgo; 

(e) procurar que la organización que represente oficialmente cada actividad 
recreativa o deportiva de alto riesgo que se practique en el País, adopte 
reglamentos que dispongan los aspectos específicos para la práctica de cada 
una; y 

(f) establecer las tarifas que se cobrarán por concepto de la expedición de licencias 
para operar actividades recreativas o deportivas de alto riesgo, distinguiendo 
entre organizaciones privadas o públicas; organizaciones con o sin fines de 
lucro y actividades deportivas o recreativas profesionales y aficionadas. 

Se dispone, además, que: 
(a) La Comisión de Seguridad establecerá una relación estrecha con las 

organizaciones rectoras y promotoras de las actividades recreativas y 
deportivas de alto riesgo en el País, de manera que pueda supervisar dichas 
actividades y hacer cumplir la Ley sin intervenir en los aspectos técnicos de la 
modalidad. 

(b) Las organizaciones que operen, fomenten, produzcan o lleven a cabo actividad 
recreativa o deportiva de alto riesgo, según se define en esta Ley, deberán estar 
licenciadas para ello por la Comisión de Seguridad, incluyendo actividades en 
gimnasios, polígonos de tiro, campamentos de verano, escuelas de artes 
marciales, pistas de carreras de velúculos motorizados, circos, ferias, verbenas, 
espectáculos de deportes de combate y cualesquiera otros que disponga el 
Comisionado. 
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(e) No se permitirá la celebración o presentación de espectáculos, torneos o 
eventos deportivos de combate en los cuales se utilicen armas, artefactos o 
cualquier articulo o insh·umento para infligir daños corporales al adversario o 
que tiendan a aumentar el riesgo inherente a los deportes de combate que 
puedan causar lesiones graves, daño corporal o hasta muerte. 

(d) Los administradores de instalaciones públicas o privadas solicitarán a toda 
persona, promotor agente o representante que interese utilizar o arrendar sus 
instalaciones para la celebración de cualesquiera de los eventos antes descritos, 
la autorización para su celebración. 

(e) Sin peiiuicio de cualquier otro recurso de ley que pueda presentarse, el 
Secretario podrá, de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, 
interponer un recurso de interdicto a nombre del Gobierno de Puerto Rico 
contra cualquier persona natural o jurídica para restringir o evitar la 
celebración o presentación de cualquier espectáculo o evento deportivo de la 
naturaleza descrita en este Artículo y que no cuente con la autorización del 
Departamento. 

(f) La Comisión de Seguridad adoptará reglas y reglamentos para autorizar la 
operación e instalación de equipos para prácticas recreativas de alto riesgo o 
que al menos impliquen cierta dosis de exigencia física (ziplines, tirolesa, 
tirolina, dosel, canopy o canopi, entre otros) .... " 

A estos fines, todos los deponentes citados presentaron sus ponencias analizando 
las funciones de la Comisión de Seguridad en la Recreación y el Deporte, y como estas 
pueden ser mejoradas o implementadas para tener un deporte seguro. 

Como parte de dicha investigación, la Secretaria del Departamento de Recreación 
y Deportes, la Leda. Adriana Sánchez Parés, expresó que su misión es lograr un impacto 
de fiscalización partiendo de la premisa del uso de la recreación, el deporte y el arte como 
herramienta de h·ansformación social. Esto a los fines de garantizar a los niños, jóvenes, 
adultos y a los de tercera edad, las oportunidades de desarrollarse de manera holística, 
fomentando un cuerpo sano y mente sana en donde la salud física y mental sean el norte. 

Para lograr esto, el Departamento delegó en el Instituto Puertorriqueño para el 
Desarrollo del Deporte y la Recreación, el verificar cuantas licencias de líder recreativo, 
comunitario, líder recreativo adulto mayor, instructor de aptitud física, oficialidad y de 
campamentos se habían expedidos. Por otro lado, también tuvieron que contabilizar 
cuantos estudiantes asistían a esos cursos, y si se carecía de reglamentos, documentos y 
certificaciones para los líderes de campamentos de veranos. Como consecuencia de este 
análisis, se determinó que no existía reglamento para licencias de los líderes recreativos 
de ambas ramas. Además, había problemas con el Reglamento de los instructores de 
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aptitud física y no tenía un procedimiento por escrito para la acreditación de escuelas 
avaladas. 

A los fines de ofrecer un mejor senricio, siempre velando por su misión, se aprobó 
el Reglamento Número 8946, para el Programa de Licenciamiento y Supervisión de 
Campamentos y de Actividades Deportivas y Recreativas, el procedimiento para 
Escuelas Avaladas y el Reglamento de líderes recreativos. También se revisaron 
currículos para atemperados con las nuevas prácticas, por ejemplo, el Modelo Educativo 
a base del Aprendizaje Significativo, el cual va dirigido a que la gestión de los 
entrenadores sea con un propósito para que los participantes creen su propio 
conocimiento basado en los contenidos. Como parte integral de estos cambios, el 
Departamento, comenzó a establecer la Escuela de Padres a los fines de integrarlos y así, 
junto a los líderes recreativos, logren el apoderamiento de las comunidades. 

Todos estos esfuerzos han provocado que desde el año 2017, se impartieran cursos 
a cuatro mil cincuenta y dos (4,052) personas en ciento siete (107) cursos. A su vez, hasta 
el momento de la vista, habían reportadas mil ochocientas ochenta y cuatro (1,884) 
licencias activas, cuarenta y cuatro (44) escuelas avaladas y noventa y cuatro (94) 
campamentos certificados y supervisados por la Comisión de Seguridad. 

La Comisión actualmente, ha estado activa cumpliendo con su función de 
supervisar y certificar que los deportes y práctica recreativas de alto riesgo cumplan con 
los requisitos de Ley. Como parte de este esfuerzo, determinó cerrar uno de los 
campamentos por falta de documentos y contar con un patrón de maltrato institucional, 
el cual se trabajó en conjunto con el Departamento de la Familia. 

Por otro lado, la Comisión de Seguridad, estuvo supervisando tres eventos de artes 
marciales mixtas y registró cuatro polígonos de tiro, de los cuales en uno de ellos 
resolvieron una controversia debido que la Policía de Puerto Rico solicitó que se 
inspeccionara las medidas de las barreras de contención. 

En lo que respecta al espectáculo de la lucha libre, la Comisión ha logrado que 
vuelvan a cumplir con el Reglamento Número 8585, el cual los obliga a licenciarse para 
llevar a cabo actividades. Actualmente cuentan con cien (100) luchadores licenciados. 

Para asegurarse de que se cumpla con su Ley Orgánica, el Departamento ha 
establecido que, para cualquier desembolso de fondos o utilización de instalaciones 
públicas tienen que presentar evidencia de que están debidamente acreditados en el 
Instituto, así como en cualquier división del Departamento. 
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Para concluir, el Departamento ha estado trabajando en la educación, información 
y la seguridad de todos los sectores de la recreación y deportes, por lo que el Instituto 
Puertorriqueño para el Desarrollo del Deporte y la Recreación celebró el Primer Congreso 
del Deporte Infantil "Nueva Visión para un Deporte Seguro". En este participaron: 
padres, líderes recreativos, federaciones, atletas y estudiantes universitarios donde los 
educaron sobre la nutrición y corno practicar el deporte de manera segura. 

Continuando con la investigación, el Profesor del Programa de Terapéutica 
Atlética de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Ponce, David Baharnundi expresó 
que las funciones de la Comisión de Seguridad son muy limitadas y que deben ser 
ampliadas para lograr mayor efectividad en la seguridad de los participantes. 

El Profesor recomendó que se debe definir mejor el concepto de actividad de alto 
riesgo, debido a que la ley lo define corno la actividad de carácter competitivo o recreativo 
en que la seguridad del participante o de los espectadores está comprometida o expuesta 
a ser vulnerable más allá de una expectativa razonable. Éste indica que el alto riesgo debe 
dirigirse hacia la posibilidad de situaciones que afecten negativamente la salud, 
seguridad o la vida de los participantes o espectadores. Para medir este alto riesgo se 
debe tomar los datos estadísticos recopilados en eventos de la misma naturaleza. 

Por otro lado, como parte de su exposición, indica que en el Artículo 5 inciso 1, de 
la Ley 8-2004, supra, el Secretario del DRD tiene entre sus funciones o competencias, la 
promoción de la atención médica de los deportistas; función que debe ser transferida a la 
Comisión de Seguridad. El Prof. Baharnundi argumenta que debe ser el Comisionado de 
Seguridad el que analice las evaluaciones médicas pre-participación, durante la 
rehabilitación de las lesiones deportivas, debido a que ayudan a lograr la seguridad de 
los participantes y para establecer diagnósticos. 

Por su parte, también recomienda que el Comisionado de Seguridad establezca 
acuerdos colaborativos con las agencias de seguridad de Gobierno para así elaborar 
planes de manejo de emergencia en actividades recreativas y deportivas. Asimismo, 
expresa que, la Comisión debe hacer un listado con todos los requerimientos necesarios 
que conciernen cumplir las facilidades deportivas y recreativas para facilitar las 
inspecciones de éstas y requerirle el acatamiento de los mismos con el poder de sancionar 
por el incumplimiento de la ley o reglamento. 

Concluyendo recomendó a los miembros de esta honorable Comisión que la 
Comisión de Seguridad en colaboración con el Instituto, impartan un curso a los 
organizadores de eventos donde le instruyan los requisitos de seguridad necesarios. 
Además, le solicitó que se aprobara la medida que reglamenta la práctica en Terapéutica 
Atlética y la profesión, ya que puede trabajar en conjunto con la Comisión de Seguridad 
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y con las organizaciones recreativas y deportivas en la prevención, manejo y tratamiento 
de las lesiones deportivas. En lo que respecta a dicha solicitud de aprobación de la 
medida, el Presidente de la Comisión le aclaró que las comisiones de Salud y la que 
suscribe este irúorme, aprobaron el P del S. 569, que dispone crear la "Ley para 
Reglamentar la práctica en Terapéutica Atlética y regular la profesión de los Terapeutas 
Atléticos", crear la Junta Examinadora de Terapéutica Atlética; definir sus funciones, 
deberes y facultades; establecer todo lo relacionado a la expedición de licencias; establecer 
penalidades; y para otros fines. La misma actualmente se encuentra en las comisiones de 
Gobierno y Salud de la Cámara de Representantes. 

El sei1or Ángel Toro, en representación del Ledo. Yum Ramos Perales, Presidente 
de la Federación de Baloncesto expresó, que como parte de sus recomendaciones se 
encuentra que los miembros de la Comisión de Seguridad deben ser personas con el 
peritaje necesario y que se aumente el radio de supervisión visitando las diferentes de 
instalaciones deportivas. 

La Federación realizó un acuerdo colaborativo con el DRD para que el Instituto le 
ofrezca cursos de capacitación y adiestramiento a todos los dirigentes de los equipos de 
categorías menores con el Nivel 1, incluyendo a todos los árbitros que h·abajan en los 
partidos. Próximamente solicitarán que el Instituto les brinde unos cursos o talleres a los 
padres a los fines de que se les cree conciencia sobre su comportamiento en las canchas 
donde juegan sus hijos ya que pueden crear situaciones que afecta la seguridad de los 
participantes. 

Prosiguiendo con la investigación, el señor Antonio López, Presidente de la 
Federación Puertorriqueña de Gimnasia, indicó que a pesar que ellos cumplen con los 
requisitos impuestos por la Federación Internacional de Gimnasia, el ente internacional 
al cual pertenecen, reconocen la importancia de la Comisión. Este recomienda que la 
Comisión de Seguridad debe asegurarse que las Federaciones tienen sus protocolos de 
desarrollo y que los entrenadores tienen la capacitación para el nivel el cual enseñan. 

La Federación Puertorriqueña de Voleibol, envío un memorial explicativo en el 
cual sólo indicó que reconoce de forma positiva la medida ante nos y recomienda que las 
federaciones correspondientes a cada deporte sean quienes otorguen el aval final. 

Para concluir los deponentes, la señora Sara Rosario Vélez, Presidenta del Comité 
Olímpico de Puerto Rico (en adelante, COPUR), quien comenzó indicando y citó "[t]odo 
lo que supone la seguridad del atleta o cualquier persona en la práctica del deporte, es 
un principio que siempre vamos a respaldar." 
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Considera que la clave para lograr el proceso de conciencia que permite reconocer 
lo que sugiere riesgos en la práctica y actividad física es la educación. Por lo que es 
esencial que se utilice las redes sociales para informar las regulaciones existentes en 
materia de recreación y deportes. 

Culminó su exposición, indicando que la Comisión de Seguridad debe estar 
trabajando continua y consistentemente en los planes de seguridad debido a que la 
actividad física y deportiva está en una sociedad dinámica en la que los cambios y las 
nuevas tendencias surgen a diario. 

CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIONES 

Tras finalizar con las vistas públicas realizadas por la Comisión de Juventud, 
Recreación y Deportes, podemos concluir que todos los deponentes están de acuerdo en 
la importancia de que se practique el deporte de manera segura no sólo para el atleta sino 
para los espectadores, así como para todos los componentes deportivos y recreativos. 

De las vistas se desprendió que el Departamento de Recreación y Deportes ha 
estado realizando todas las gestiones para que la Comisión de Seguridad, así como el 
Instituto Puertorriqueilo, realicen sus funciones de regular, fiscalizar y educar sobre la 
importancia de practicar un deporte sano y seguro. Aunque el propio Departamento 
como sus componentes, están de acuerdo con que tienen que continuar concientizando. 

Esta honorable Comisión recomienda a este Alto Cuerpo que: 

1. El Departamento de Recreación y Deportes continúe ofreciendo talleres 
o cursos, a h·avés del Instituto Puertorriqueii.o para el Desarrollo del 
Deporte y la Recreación a los padres, líderes recreativos, federaciones y 
atletas sobre un deporte sano. 

2. La Comisión de Seguridad, en colaboración con el Instituto para el 
Desarrollo del Deporte y la Recreación, establezca cursos o talleres sobre 
la seguridad deportiva y recreativa a los productores y promotores de 
estos eventos. 

3. La Comisión de Seguridad debe establecer un plan de trabajo 

organizado de visitas y orientaciones a toda entidad que administren 
facilidades deportivas y recreativas. 

4. Presentar una medida, a los fines de que la Comisión de Seguridad 
pueda hacer acuerdos colaborativos con las agencias de seguridad del 
Gobierno para inspeccionar las facilidades recreativas y deportivas. 
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5. La Comisión de Seguridad, debe divulgar en las redes sociales y medios 
de comunicación, la importancia de la seguridad en la actividad 
deportiva y recreativa a los fines de promover que todos los 
componentes recreativos y deportivos cumplan con los requisitos. 

Por todo lo antes expuesto, la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes, 
previo estudio y consideración, presenta este Primer Informe Parcial de la Resolución 
del Senado 265, según em11endada, con sus hallazgos y recomendaciones. 

Axel"Chino" oque Gracia 
Presidente 
Comisión de Juventud, Recreación y Deportes 
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Presentada por el señor Seilhamer Rodrígue= 

Referida a la Comisión de Asuntos Internos 

RESOLUCIÓN 

1m Sesión 
Ordinaria 

Para ordenar a la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado de Puerto Rico 
realizar una investigación abarcadora sobre el cumplimiento con la Ley 8-2004, según 
enmendada, conocida como "Ley Orgánica del Departamento de Recreación y Deportes", 
sobre todo en cuanto al desempeño de la Comisión de Seguridad en la Recreación y el 
Deporte y si el desembolso de fondos públicos y utilización de facilidades públicas es 
confonne lo dispone el estatuto y los requisitos establecidos por el Departamento de 
Recreación y Deportes. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 8-2004, conocida como "Ley Orgánica del Departamento de Recreación y 

Deportes", establece que la recreación y el deporte son elementos constitutivos de la salud, el 

bienestar y el disfrute de la vida que fonnan parte de los derechos de los puertorriqueños. Como 

consecuencia, el Departamento de Recreación y Deportes (en adelante, Departamento) tiene la 

obligación de ofrecer alternativas sensatas que consideren las diferencias individuales de los 

ciudadanos. A tono con ese ideal, la política pública elevó la recreación y el deporte a categoría 

de derecho, y confirió al Departamento con los poderes necesarios para promover, regular y 

fiscalizar estas áreas en todas sus modalidades. 

Dentro de esa política pública se promueve la participación de distintos sectores. Además, 

se admite la relevancia de fomentar el deporte y recreación para todos. Por ello, se reconoce la 

aportación que brinda el sector compuesto por las organizaciones privadas, entidades benéficas y 
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las organizaciones comunitarias. Entre los cuales destaca el sector comunitario el cual considera 

a las personas y organizaciones como socios en la gestión gubernamental para el desarrollo de la 

recreación y el deporte en forma organizada, planificada y participativa, atendiendo los intereses 

y las necesidades específicas de las comunidades. A su vez, se pretende garantizar el acceso a las 

actividades de recreación y deportes a aquellos sectores desventajados incluyendo quienes sufren 

de una condición fisica. 

Ante tal reconocimiento, la Ley 8-2004 contempla que se provean fondos públicos a 

distintas organizaciones. Estas deberán someter infonnes en torno a las actividades y 

desembolsos confom1e disponga el Departamento. Para ser acreedor de estos beneficios, el 

estatuto incorporó el Instituto Puertorriqueño para el Desarrollo del Deporte y Recreación (en 

adelante, Instituto). el cual impulsaría la gestión ciudadana con el fin de promover actividades 

recreativas y deportivas, mediante la educación y desarrollo organizacional. Entre las funciones 

del Instituto se destaca ofrecer apoyo técnico que facilite a la participación ciudadana en la 

fonnación de organizaciones sin fines de lucro que fomenten la recreación y el deporte. 

Asimismo, el estatuto crea un Registro Público de Entidades Deportivas y Recreativas que obliga 

a las organizaciones privadas que ofrezcan programación o actividades deportivas o recreativas 

infantiles adherirse a las normas de acreditación del Departamento. 

Por otra parte, la Ley 8-2004 requiere que para que una organización, entidad o persona 

natural o jurídica pueda operar, administrar u organizar programas de recreación o deportes en 

instalaciones públicas, estatales o municipales esté debidamente acreditada por el Departamento. 

Esta acreditación tiene una vigencia anual y para obtenerla es indispensable que se someta 

evidencia de la preparación técnica o profesional del personal responsable para el desarrollo de 

las gestiones relacionadas al deporte y la recreación y prueba de afiliación con otras entidades 

locales o internacionales, si aplica. Una vez, la entidad cumpla con los requisitos establecidos 

por el Departamento puede ser elegible para solicitar donativos y otros servicios del 

Departamento. 

La importancia de las actividades recreativas y deportivas implica la necesidad de que estas 

sean reguladas y fiscalizadas para· proveer responsablemente condiciones adecuadas de 

seguridad. En lo particular, se creó una Comisión de Seguridad en la Recreación y el Deporte (en 

adelante, Comisión de Seguridad) para que dispusiera las distintas categorías de recreación y 



deporte de alto riesgo y procurara que las organizaciones que representen oficialmente cada 

actividad deportiva o recreativa de alto riesgo adoptaran un reglamento y dispusieran aspectos 

específicos para cada práctica. entre otras. Ante la trascendencia de mantener un ambiente seguro 

para los participantes en este tipo de eventos, se requirió que las organizaciones que operen, 

fomenten, produzcan o lleven a cabo actividades de alto riesgo estén debidamente licenciadas 

por la Comisión de Seguridad. 

Por otra parte, el Departamento tiene la responsabilidad de contribuir al desarrollo de los 

atletas que nos representen en actividades internacionales y locales. En este sentido, se propicia 

apoyar el Deporte Olímpico a través de organizaciones que la ciudadanía fomente, tales como el 

Comité Olímpico de Puerto Rico, y las federaciones deportivas afiliadas. Las federaciones 

afiliadas se reconocen como organismos deportivos con fines no pecuniarios que fomentan, 

reglamentan y organizan detenninado deporte y sus disciplinas accesorias, las cuales son 

reconocidas por la federación deportiva internacional del deporte correspondiente. 

A pesar de la clara política pública enunciada, ha surgido la preocupación de distintos 

sectores con relación a si las organizaciones deportivas que reciben fondos públicos o utilizan 

facilidades públicas en eventos deportivos y/o competitivos cumplen con los requisitos 

impuestos en la Ley 8-2004. También, si las organizaciones que practican deportes de alto riesgo 

acatan los parámetros de seguridad y reglamentarios confonne requiere la Comisión de 

Seguridad. De igual fonna, se ha levantado la inquietud en tomo al auspicio que reciben ciertas 

organizaciones en eventos deportivos y recreativos. 

Ciertamente, los objetivos de la política pública enunciada en la Ley 8-2004 requieren un 

balance entre los intereses de fomentar que organizaciones y sectores privados cooperen en el 

desarrollo de actividades deportivas y recreativas vis a vis el compromiso del Departamento de 

asegurar la seguridad de los participantes de este tipo de actividades, sobre todo en aquellas que 

constituyen actividades deportivas de alto riesgo. De igual envergadura es el deber de respaldar 

aquellas actividades que propenden la representación a nivel nacional e internacional. Ante la 

realidad fiscal que arropa la Isla resulta necesario velar por el buen uso de los fondos y 

facilidades públicas a la vez que se implemente la política pública enunciada en la Ley 8-2004. 

De acuerdo con lo anterior, resulta pertinente investigar si se están cumpliendo con los 

objetivos enunciados en la Ley 8-2004. Particularmente, si los trabajos de la Comisión de 
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Seguridad se están realizando a los fines de velar por las actividades deportivas y recreacionales 

que constituyen alto riesgo. Asimismo, si el desembolso de fondos públicos y la utilización de 

facilidades públicas es en beneficio de las organizaciones que cumplen con los requisitos de 

acreditación establecidos por el Departamento. 

RESUÉL VESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado de 

2 Puerto Rico realizar una investigación abarcadora sobre el cumplimiento con la Ley 8-2004, 

3 según enmendada, conocida como "Ley Orgánica del Departamento de Recreación y Deportes", 

4 sobre todo en cuanto al desempeño de la Comisión de Seguridad en la Recreación y el Deporte y 

si el desembolso de fondos públicos y utilización de facilidades públicas es conforme lo dispone 

el estatuto y los requisitos establecidos por el Departamento de Recreación y Deportes. 

Sección 2.- La Comisión rendirá un infonne que contenga sus hallazgos, conclusiones y 

8 recomendaciones, y las acciones legislativas y administrativas que deban adoptarse con relación 

9 al asunto objeto de este estudio, dentro de noventa (90) días, después de la aprobación de esta 

1 O Resolución. 

11 Sección 3.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 
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3ra Sesión 

Ordinaria 

La Comisión de Bienestar Social y Asuntos de Familia del Senado de Puerto Rico 

previo a estudio e investigación, según ordenado por la Resolución del Senado 378 

presenta a este Honorable Cuerpo el Informe Final con los hallazgos, conclusiones y 

recomendaciones. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La Resolución del Senado 378 le ordena a la Comisión de Bienestar Social y 

Asuntos de la Familia del Senado de Puerto Rico, a realizar una investigación 

exhaustiva sobre el cumplimiento de la Oficina de la Defensoría de las Personas con 

Impedimentos y el Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral con las disposiciones 

de la Ley 158-2015, según enmendada, conocida como la "Ley de la Defensoría de las 

Personas con Impedimentos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", y el 

cumplimiento con las disposiciones de otras leyes estatales y federales aplicables. 
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Según se desprende de la exposición de motivos, conforme a los datos del Censo 

del 2010, una cantidad significativa de la población de Puerto Rico tiene uno o más 

impedimentos y cerca de novecientos mil (900,000) personas mayores de cinco (5) años 

sufren algún tipo de discapacidad. Esto significa que más de una cuarta parte (1/4) de 

la población general necesita atención especial para alcanzar la calidad de vida y el 

desarrollo total de sus capacidades. La Sección 1 del Artículo II de la Constitución de 

Puerto Rico establece que la dignidad del ser humano es un derecho inviolable y que 

todos somos iguales ante la Ley. Este reconocimiento constitucional le impone al 

Gobierno la responsabilidad indelegable de proteger, promover, defender, fomentar y 

crear circunstancias que propicien la igual calidad de vida de todos los puertorriqueños. 

Asimismo, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley Núm. 238-2004, según 

enmendada, conocida como la "Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos", 

para reconocer el principio esencial de igualdad humana como elemento rector de 

nuestro sistema social, legal y gubernativo. Mediante dicha Ley, se declaró política 

publica el garantizar a las personas con impedimentos los derechos básicos establecidos 

en la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Cumpliendo con esa 

política pública de igualdad de derechos se aprobó la Ley Núm. 158, supra, según 

enmendada, conocida como la "Ley de la Defensoría de las Personas con Impedimentos 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", la cual creó la Oficina de La Defensoría de 

las Personas con Impedimentos del Gobierno de Puerto Rico. Esta entidad 

gubernamental fiscaliza y promueve la defensa de los derechos de las personas con 

impedimentos y vela por la erradicación del discrimen por razón de impedimento físico 

o mental." 

Además de la creación de la Oficina de la Defensoría de las Personas con 

Impedimentos, la Ley 158-2015, creó el Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral. El 
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mismo funciona como instrumento de fiscalización y promulgación de beneficios, 

programas, recursos, incentivos y servicios para personas con impedimentos en el área 

de empleo y en oportunidades empresariales, comerciales, cooperativas y actividades 

económicas relacionadas, públicas o privadas. El Sistema recopila estadísticas que 

evidencien la incorporación de personas con impedimentos en actividades laborables, 

realizando estudios que demuestren la efectividad de los programas, recursos, 

incentivos, beneficios y servicios disponibles al sector público y privado. Además, el 

J Sistema desarrolla campañas de información y divulgación, dirigida a comunicar los 

~ trabajos que se llevan a cabo. Asimismo, creó un registro de personas con 

impedimentos capacitadas para trabajar. Este registro contiene información sobre la 

formación académica, experiencias de trabajo, habilidades y destrezas de las personas 

con impedimentos elegibles a trabajar. 

Respondiendo al deber de evaluar la propuesta pieza legislativa de forma, 

juiciosa y responsable, esta Comisión le solicitó comentarios sobre la medida de 

referencia a: la Defensoría de las Personas con Impedimentos (DPI), el cual 

compareció mediante ponencia escrita. 

DEFENSORÍA DE LAS PERSONAS CON IMPEDIMENTOS 

La Defensoría de las Personas con Impedimentos (DPI), representado por su 

Defensor Interino, el señor Gabriel E. Corchado Méndez, en su ponencia presentó la 

misión, visión, las funciones delegadas a esta organización, mediante le Ley Núm. 158-

2015 y los programas federales y estatales que administran incluyendo su descripción. 

Así como una breve descripción de la estructura organizacional de la agencia y de los 

programas principales de ésta. Además, ofrecieron detalles de cómo se manejan las 

querellas y los servicios brindados por la DPI. 
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Consejo Directivo para la Defensa de las Personas con Impedimentos 

En su ponencia la DPI menciona las funciones que dispone la Ley 158-2015, 

supra, sobre la creación de varios componentes dentro de dicha agencia. Entiéndase, el 

Consejo Directivo para la Defensa de las Personas con Impedimentos, el cual es 

responsable, entre otras funciones, junto al Defensor del establecimiento de políticas 

internas y de planes estratégicos relativos a la defensa de los derechos de las personas 

con impedimentos. Asimismo, velará por la gobernanza, autonomía, transparencia y 

rendición de cuentas de la Defensoría. Además, es quien tiene la facultad de nombrar al 

Defensor, fiscalizará su desempeño y el cumplimiento de la política pública relacionada 

con los derechos de las personas con impedimentos, según establecido en la Ley. 

Según Corchado, este Consejo Directivo está compuesto por nueve (9) personas. 

Entre algunas de sus funciones y responsabilidades se encuentran asegurar que se 

realicen estudios de necesidades sobre los derechos de las personas con impedimentos 

para identificar y atender disparidades sobre acceso y servicios, garantizar que se 

establezcan métodos participativos e inclusivos para obtener información acerca de las 

necesidades y prioridades de las personas con impedimentos, establecer, junto al 

Defensor, las prioridades de atención a las necesidades identificadas y las acciones para 

satisfacer dichas necesidades, desarrollar un plan estratégico integral cada cinco (5) 

años basado en los derechos de las personas con impedimentos pertinente a aquellos 

asuntos relacionados con la salud, política, vivienda, educación, ámbito laboral, 

economía y cultura, entre otros, así como la situación de discrimen, opresión o 

marginación hacia las personas con impedimentos. 

Funciones de la DPI 

Igualmente, señalan que, entre las funciones y responsabilidades como 

Defensoría, se encuentran, atender e investigar los reclamos de las personas con 
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impedimentos en las áreas de la educación, la salud, el empleo y la libre iniciativa 

empresarial o comercial, de los derechos civiles y políticos, de la legislación social, 

laboral y contributivo, de la vivienda, la transportación, la recreación, la protección del 

medio ambiente y la cultura, entre otras. Asimismo, la DPI tiene la responsabilidad de 

establecer y llevar a cabo un programa de orientación y asesoramiento para la 

protección de las personas con impedimentos. 

Además, destacaron que esta Oficina se ha encargado de orientar y asesorar a las 

personas con impedimentos sobre todos los programas, servicios y beneficios a que 

tienen derecho y sobre los requisitos, mecanismos, medios, recursos o procedimientos 

para obtener, participar y beneficiarse de éstos y hacer valer sus derechos. Por medio, 

los Programas antes mencionados y también de la participación en charlas, conferencias 

y entrevistas en programas de radio y televisión, orientan y capacitan a las personas con 

impedimentos sobre sus derechos humanos y legales. 

Asimismo, a petición de cualquier persona con impedimentos o de su padre o 

tutor, intervienen como intercesores en sus relaciones con las distintas agencias públicas 

y con las entidades privadas que ofrecen, prestan o rinden algún servicio, actividad, 

beneficio o programa para las personas con impedimentos. También gestionan las 

quejas y reclamos de las personas con impedimentos en caso de inacción de las agencias 

públicas o entidades privadas o de violación de sus derechos y servir de enlace entre 

éstos y la agencia concernida. 

Es misión de la DPI garantizar la protección de los derechos de las personas con 

impedimentos para que alcancen una integración y participación efectiva en todos los 

ámbitos de la sociedad. Con el fin de lograr la igualdad, la unificación y el derecho 

inalienable a la vida plena de las personas con impedimentos, afianzando en los 

ciudadanos los verdaderos valores humanos. 



Informe de la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de Familia 
Informe Final sobre la R. del S. 378 
Página 6 

Estructura organizacional 

Argumenta el Sr. Corchado, que dentro de su estructura organizacionalla DPI, 

cuenta con un Consejo Directivo para la Defensa de las Personas con Impedimentos, el 

cual asiste y fiscaliza la labor del (de la) Defensor(a) en el cumplimiento de la política 

pública establecida en la Ley, en la Carta de Derechos de las Personas con 

Impedimentos y en el establecimiento de planes estratégicos dirigidos a salvaguardar 

los derechos de las personas con impedimentos. La Oficina del Defensor constituye el 

nivel directivo de la DPI. La oficina cuenta con la Carta de Derechos (CAD PI), la Oficina 

de Asuntos Legales, la Oficina de Oficiales Examinadores, la Oficina de Planificación y 

la Oficina de Sistemas de Información. Nuestra Oficina también cuenta con el Sistema 

Integrado de Cumplimiento Laboral. 

El Área de Administración está compuesta por la Oficina de Recursos Humanos, 

la Oficina de Finanzas, la Oficina de Presupuesto y la Oficina de Servicios Generales 

que se compone de las Áreas de Compras, Propiedad, Transportación, Almacén, 

Reproducción y Archivo Inactivo. 

Por su parte, señala que el artículo 2.17 de la Ley Núm. 158-2015 crea la División 

para la Protección y la Defensa de las Personas con Impedimentos, como una división 

independiente, la cual estará adscrita a la Defensoría de las Personas con Impedimentos. 

Esta división es la entidad designada para operar como el Sistema para la Protección y 

la Defensa C'Protection and Advocacy System") de Puerto Rico, según las regulaciones 

federales aplicables, con el fin de proteger los derechos de las personas con 

impedimentos. Esta División está compuesta por los siguientes programas: HA V A, 

PAAT, PATBI, PABSS, PAJR, PADD, CAP y PAIMI. Asimismo, tiene los Consejos 

Consultivos de los Programas P AIMI y P ADD. 
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Nos informa, que el Consejo Consultivo PAIMI surge en virtud de la Ley Pública 

Federal 99-319 del 23 de mayo de 1986, según enmendada conocida como Protection 

and Advocacy far Individual with Mental lllness (42 use 10801). Tiene entre sus 

funciones ofrecer orientación a pacientes, ex pacientes y familiares. Implantar convenios 

o acuerdos interagenciales que propendan a mejorar los servicios de la Oficina. 

Asesora sobre actividades de orientación y divulgación, sobre aspectos de salud mental, 

sobre el desarrollo de planes de acción y el proceso decisional, crear comités con 

encomiendas especiales, preparar un informe anual a la Substance Abuse and Mental 

Health Administration (SAMHSA) sobre los servicios que ofrece el Programa, entre 

otras. De otra parte, el Consejo Consultivo PADD es creado por requerimiento de la Ley 

Federal, para administrar el Programa Federal bajo la Act 94-103, Protection and 

Advocacy far Developmental Disabilities (PADD). 

La DPI además, cuenta con una Oficina Central y cuatro (4) Oficinas Regionales. 

La Oficina Central (San Juan) ofrece servicios a quince (15) municipios, mientras que las 

Oficinas Regionales ofrecen servicios a los demás municipios de la Isla, divididos de la 

siguiente manera: la Oficina Regional del Norte cubre catorce (15) municipios, la 

Oficina Regional del Este cubre dieciocho (18) municipios, la Oficina Regional del Oeste 

cubre quince (15) municipios y la Oficina Regional del Sur cubre quince (15) 

municipios. Para una mejor visualización de los municipios impactados por cada una 

de las Oficinas se incluye un mapa ilustrativo de la distribución de los pueblos. Estas 

oficinas se detallan a continuación: 
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Ilustración l. 

OFICINA REGIONAL OFIONA 
OFICINA CENTRAL 

DEL NORTE REGIONAL DEL 
{SAN JUAN) 

(:\I~QBOJ ESTI: 

{HUMACAO) 

Aguas Buenas Arecibo Arroyo 

Bnrr.1nquitas Ra rcel on eta Cagua5 

Baynmón C1muy Caycy 

Canóvnnas Cía les Ce iba 

Cilrolina Cnrm.al Cidra 

Ca taño Florida 
Culebra 

Cumcrio Hatlllo 
Fajardo 

Gurabo 
Dorado Lln•s 

Humac.1o 
Guay nabo .'>fanab 

Juncos 
Lo iza !\·lorovis Las Piedras 

Na ranjito Quehrad11las Luquillo 

Rio Grande Toa Alla Mnunabo 

Siln Juan Utuado Nngunbo 

Ton Baja Vega Alt.l Patillas 

Trujlllo Vega Baja San Lorenzo 

Alto Vieques 

Yabucoa 

OriCINA REGIONAL 

DEL OESTE OFICINA REGIONAL 

DEL SUR (PONCEl 
(MA\AGOEZ) 

o 

Aguada Adjunt.1s 

Aguadilla Aibonito 

:\J,nsco Coa m o 

Cabo Rojo GuániCil 

Honnigueros Guay ama 

lsabcla Gua y anilla 

Lnjas Javu'''' 

L:ls Marias JuanaD!az 

Marica o Orocovis 

Mayagliez Pei'luelas 

Moca Pon ce 

Rincón Salinas 

Snbana Grande Santa Isabel 

SanGcrm.\n Villalba 

San Scbastián Yauco 
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Por otra parte, ofreció el Defensor una breve descripción de los programas 

administrados por la División para la Protección y la Defensa de las Personas con 

Impedimentos adscrita a la agencia con respecto al Nivel Directivo y Oficinas Asesoras 

de la Oficina del Defensor Propia los cuales se desglosan a continuación; 

l. Oficina del Defensor Propia - La Oficina del Defensor Propia establece la política 

pública de nuestra Agencia a fin de vindicar los derechos de las personas con 

impedimentos y administra y ejecuta las funciones gerenciales, en conjunto con el 

Director Ejecutivo de la División para la Protección y la Defensa de las Personas con 

Impedimentos, que garanticen el sano manejo de los Programas Federales y Estatales 

que se encuentran bajo nuestra jurisdicción como Programas de Protección y Defensa. 

Además, dirige todas las Áreas Administrativas, Programáticas y Cuasi judiciales de la 

DPI. 

II. Oficina de Planificación - Esta Oficina desarrolla e implementa los planes de trabajo, 

estudios y proyectos especiales. Prepara informes anuales, propuestas e informes 

estadísticos. 

111. Carta de Derechos (CAD PI) - El 31 de agosto de 2004, se aprobó la Ley Número 238, 

conocida como la Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos, a los fines de 

ratificar la política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico a favor del 

ejercicio más amplio de los derechos de las personas con impedimentos. Esta Oficina 

tiene la responsabilidad de velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones de esta 

Ley. Ofrece asistencia técnica y asesoramiento profesional a todas las agendas del 

gobierno y a los 78 municipios en lo relacionado al desarrollo e implantación de los 

planes estratégicos y el desarrollo de un Programa de Capacitación dirigido a ofrecer 

orientaciones a la comunidad sobre el cumplimiento con la Ley 238-2004. 
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IV. Oficina de Asuntos Legales- Esta Oficina tiene las responsabilidades de asesorar y 

asistir al Defensor, a las áreas operacionales y gerenciales en asuntos de naturaleza 

legal. Asimismo, atiende consultas de clientes y representa a clientes cualificados en 

Vistas Administrativas o en los Tribunales. También analiza y recomienda medidas 

legislativas que contribuyan a mejorar la calidad de vida de las personas con 

impedimentos. 

J V. Oficina de Oficiales Examinadores- La Oficina de Oficiales Examinadores evalúa las 

'\ querellas administrativas que son presentadas en la Oficina del Defensor de las 

Personas con Impedimentos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, en calidad de 

foro cuasi judicial. Tiene como función emitir órdenes interlocutorias, órdenes finales, y 

Proyectos de Resoluciones para la consideración del Defensora los fines de establecer 

los derechos de las partes. 

VI. Sistemas de Información - Esta Oficina tiene entre sus funciones llevar a cabo 

trabajo en el campo de sistemas computadorizados relacionados con la red de 

información y apoyo a los empleados de la oficina que son usuarios de los sistemas de 

información. 

VII. Área de Administración - Esta Área es la encargada de la planificación, 

coordinación, dirección y supervisión de todas las actividades concernientes a la 

administración de los recursos humanos, finanzas, presupuesto y servicios generales de 

la Oficina. 
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VIII. Servicios Generales- La Oficina de Servicios Generales se encarga de los trabajos 

relacionados con el control de la propiedad, servicios de mantenimiento, 

comunicaciones, compras, correo, reproducción de documentos y otros servicios. 

IX. Recursos Humanos - Se encarga de actividades relacionadas con la 

administración de personal, expide certificaciones y verificaciones de empleo del 

personal, así como todas las funciones inherentes a la Administración de los Recursos 

j) Humanos. 
v 

"< 
X. Finanzas - Esta Oficina realiza trabajos de control de ingresos y egresos de 

efectivo, los libros de contabilidad y los documentos fiscales. Determina donde se 

utilizan los fondos, prepara y revisa propuestas federales. 

XI. Presupuesto - Esta Oficina es responsable de asesorar respecto a los elementos o 

factores de carácter presupuestario que deben considerarse al establecer las prioridades 

y el Plan de Trabajo de la Oficina. Además, tiene la encomienda de estudiar y analizar 

las necesidades y peticiones de los programas federales de la Agencia para la 

formulación del presupuesto funcional. También, confecciona y controla el presupuesto 

aprobado de la Oficina, tanto de fondos federales como los fondos estatales. Por otro 

lado, participa en la preparación de la Petición Presupuestaria de la Oficina a someterse 

ante la consideración de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP). Participa en la 

preparación del Memorial Explicativo de la agencia a someterse ante la consideración 

de la Rama Legislativa y participar en las vistas legislativas o de otra índole donde se 

justifique el presupuesto solicitado. A su vez, prepara y somete documentos fiscales 

para la aprobación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP). Analiza y aprueba 

los Controles Presupuestarios que envían los directores de Secciones, Divisiones y 

Programas de la Oficina solicitando la separación de fondos para llevar a cabo la 
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compra de un bien o servicio. Brinda asistencia técnica en cuanto a reglas, normas y 

procedimientos en materia presupuestaria, cuando se requiera al personal de la 

Agencia. 

Según la información provista por la DPI, el presupuesto aprobado para el Año 

Fiscal 2016-2017 para sufragar gastos de funcionamiento se desglosa de la siguiente 

manera: 

PARTIDA CANTIDAD 

NOMINA $1 ,271 ,000.00 

FACILIDADES $18,000.00 

SERVICIOS $89,000.00 
COMPRADOS 

TOTAL $1,378,000.00 

Al mismo tiempo, del informe se desprende que la DPI se nutre de fondos 

provenientes del Fondo General ($1,378,000.00), de una Asignación Especial para la 

Divulgación de la Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos ($71,000.00) y 

de Fondos Federales ($1,743,645.00), para su operación consistente en el ofrecimiento de 

servicios de orientación, asesoría legal, la vindicación de los derechos de las personas 

con impedimentos. De otra parte, es señalaron que actualmente la Oficina no cuenta con 

fondos especiales estatales ni ingresos propios. 
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Funcionamiento de la Oficina 

En cuanto al fwKionamiento de la DPI mencionan, que esta oficina tiene el 

propósito de establecer las normas y garantías necesarias para proteger los derechos de 

las personas con impedimentos y abrir caminos para fomentar su espíritu de 

pertenencia a una sociedad que no les imponga barreras físicas ni espirituales y que 

procure el logro de sus aspiraciones y los integre al quehacer productivo del País en la 

medida de sus capacidades. Es en atención a este propósito la Ley Núm. 158-2015 

dispone: 

11Se crea la Defensoría de las Personas con Impedimentos del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico como una entidad jurídica independiente y 

separada de cualquier otra agencia o entidad pública. Dicha Defensoría 

fiscalizará y promoverá la defensa de los derechos de las personas con 

impedimentos. Este organismo, mediante procesos educativos y 

fiscalizadores, velará por la erradicación del discrimen por razón de 

impedimento físico o mental, tomará acciones en contra del abuso o 

negligencia u otras formas de negación de derechos y garantizará que se 

establezcan e implanten prácticas y condiciones idóneas en instituciones, 

hospitales o programas para personas con impedimentos. Además, velará 

por el cumplimiento de la Ley 238-2004, según enmendada, conocida 

como la 11Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos11 

De igual manera, el Artículo 2.08 de la referida Ley provee para que el Defensor 

de las Personas con Impedimentos, entre otras cosas proponer medidas, planes y 

programas de carácter temporal que impliquen ventajas concretas para las personas con 

impedimentos o que prevengan o compensen las desventajas que puedan afectarles en 
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los ámbitos públicos, políticos, laborales, sociales, económicos o culturales. Así como 

también, fomentar el apoderamiento de las personas con impedimentos para que éstas 

reconozcan sus derechos y se capaciten para reclamarlos efectivamente. Tiene el poder 

además de fomentar la creación y el fortalecimiento de programas de servicios a las 

personas con impedimentos, tanto en el sector gubernamental como en el de 

organizaciones sin fines de lucro, en las siguientes áreas: trabajo y desarrollo 

económico, apoderamiento, participación política, educación, recreación, salud, entre 

otros. 

Destacaron entre otras funciones, la de "monitorear el cumplimiento de unas 

disposiciones relativas a las personas con impedimentos, a tono con los estándares 

aprobados a nivel nacional, regional e internacional, coordinar los trabajos entre las 

agencias del Gobierno y el sector privado para crear, mejorar y sostener acciones 

conjuntas para las personas con impedimentos, fiscalizar la implantación y el 

cumplimiento por las agencias gubernamentales de la política pública en torno a las 

personas con impedimentos. A tales fines, fiscalizará, investigará, reglamentará, 

planificará y coordinará con las distintas agencias gubernamentales o entidades 

privadas el diseño y desarrollo de los proyectos y programas encaminados a atender las 

necesidades de las personas con impedimentos en armonía con la política pública 

enunciada en esta Ley, en las leyes federales, y cualquier otra ley especial que así le 

faculte, a los fines de propiciar el disfrute de una vida plena y productiva y lograr la 

mayor participación de estas personas en la comunidad. Igualmente, pondrá en vigor 

las disposiciones de la Ley Núm. 44 de 2 de julio de 1985, según enmendada, que 

prohíben el discrimen contra las personas con impedimento, tanto en las agencias 

públicas y entidades privadas que reciben fondos del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, como aquellas que no los reciben. Promover legislación y políticas públicas en 

áreas necesarias para el desarrollo y seguridad de las personas con impedimentos, tales 
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como el maltrato, desarrollo económico, educación, participación política, recreación, 

salud, entre otros." 

Programas de Protección y Defensa (P&A) 

Asimismo, esbozaron que la DPI recibe fondos federales para la administración 

de ocho (8) Programas que establecen Programas de Protección y Defensa (P&A), a 

través de la División para la Protección y la Defensa de las Personas con Impedimentos, 

que es una división independiente, que está adscrita a la Defensoría. Las Agencias u 

Oficinas de Protección y Defensa como la DPI tienen autoridad para proveer 

representación legal y otros servicios de defensa bajo todas las leyes federales y 

estatales, a todas las personas con impedimentos. Asimismo, se debe dedicar recursos 

para garantizar el pleno acceso a los programas educativos inclusivos, los derechos 

financieros, salud, vivienda accesible y oportunidades de empleo productivo. No 

obstante, las anteriores disposiciones propenden a la independencia de criterio tanto de 

la Defensoría como de la División, la cual resulta necesaria para que las funciones 

fiscalizadoras puedan llevarse a cabo de manera plena y sin sujeción a intereses ajenos 

al propósito de la Oficina. 

Los Programas de P&A que mencionan por los cuales la DPI recibe Fondos 

Federales son los siguientes: 

l. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de las Personas con 

Deficiencias en el Desarrollo (PADD), conocido en inglés como 

"Protection, and Advocacy for Developmental Disabilities"; 

2. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de las Personas con 

Impedimentos (PAIR), "Protection and Advocacy of lndividuals Rights"; 
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3. Programa de Asistencia al Cliente de Rehabilitación Vocacional (CAP), 

"Client Assistance Program"; 

4. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de las Personas con 

Condiciones Mentales (PAIMI), 1/Protection and Advocacy of Individual 

with Mental lllness"; 

5. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de Asistencia 

Tecnológica (PAA T), 1/Protection and Advocacy Assistive Technology 

(PAAT)"; 

6. Protección y Defensa de los Derechos de los Electores con Impedimentos, 

"Protection & Advocacy Voting Access (PAVA)"; "Help America Vote 

Act" 

7. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de las Personas 

Beneficiarias de Seguro Social, 11 Protection and Advocacy for Beneficiaries 

of Social Security (PABSS)"; 

8. Programa de Protección y Defensa de los Derechos de las Personas con 

Trauma Cerebral, "Protection and Advocacy for lndividuals with 

Traumatic Brain lnjury (PATBI)". 

Por otra parte, señalan que la Ley 106-402 de 2000, conocida como 

11Developmental Disabilities Assistance and Bill of Rights Ad'; crea el 11Protection and 

Advocacy of Persons with Developmental Disabilities Program 11 (PADD). Este 
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Programa fue el primer programa de Protección y Defensa en ser creado. Bajo el mismo 

se buscan remedios legales, administrativos y cualquier otro remedio para proteger y 

vindicar los derechos de las personas con deficiencias en el desarrollo bajo cualquier ley 

estatal o federal aplicable. Esta Ley le proporciona al Gobernador de cada estado para 

que designe una Agencia para ser el P&A y para asegurar que los Programas de 

Protección y Defensa sean y se mantengan independientes de cualquier proveedor de 

servicios. 

1142 USC § 15043-- System Required 

{a) System Required: In order for a State to receive an allotment under part B of 

this subchapter or this part-

( .. .. ] 

(1) the State shall have in effect a system to protect and advocate the 

rights of individuals with developmental disabilities; 

(2) such system shall-

(A) have the authority to-

(i) pursue legal, administrative, and other appropriate 

remedies or approaches to ensure the protection of, and 

advocacy for, the rights of such individuals within the State 

who are or who may be eligible for treatment, services, or 

habilitation, or who are being considered for a change in 

living arrangements, with particular attention to members of 

etlmic and racial minority groups; and 

(F) not be administered by tl1e State Council on Developmental 

Disabilities; 
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( .. .. J 

( .... ] 

(G) be independent of any agency that provides treatment, 

services, or habilitation to individuals with developmental 

disabilities; 

(K) hire and maintain sufficient numbers and types of staff 

(qualified by training and experience) to carry out such 

system's functions, except that the State involved shall not 

apply hiring freezes, reductions in force, prohibitions on 

travel, or other policies to the staff of the system, to the 

extent that such policies would impact the staff or functions 

of the system funded with Federal funds or would prevent 

the system from carrying out the functions of the system 

under this part; 

(L) have the authority to educate policymakers; and 

(M) provide assurances to the Secretary that funds allotted to the 

State under section 15042 of this title will be used to 

supplement, and not supplant, the non-Federal funds that 

would otherwise be made 

(4) tl1e agency irnplementing the system shall not be redesignated 

unless-

(A) there is good cause for the redesignation; 

(B) the State has given the agency notice of the intention to 

make such redesignation, including notice regarding the 
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good cause for such redesignation, and given the agency an 

opportunity to respond to the assertion that good cause has 

been shown; 

(C) the State has given timely notice and an opportunity for 

public comment in an accessible format to individuals with 

developmental disabilities or their representatives; and 

(D) the system has an opportunity to appeal the redesignation to 

the Secretary, on the basis that the redesignation was not for 

good cause. 

[ .... ) 

42 USC §15044- - Administra tion 

[ .... ] 

(a) Governing Board: [ .... ] 

(5) In a State in which the system is organized as a public system without 

a multimember governing or advisory board, the system shall establish an 

advisory council-

(A) that shall advise the system on policies and priorities 

to be carried out in protecting and advocating the rights of 

individuals with developmental disabilities; and 

(B) on which a majority of the members shall be-
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(i) individuals with developmental disabilities who are 

eligible for services, or have received or are receiving 

services, through the system; or 

(ii) parents, family members, guardians, advocates, or 

authorized representatives of individuals referred to in 

clause(i). 

(b) Legal Action: 

[ •••• ] 11 

(1) In General: Nothing in this title shall preclude a system from bringing 

a suit on behalf of individuals with developmental disabilities against 

a State, or an agency or instrumentality of a State 

Por su parte, la Ley 93-112 de 1973, Ley de Rehabilitación Vocacional, crea, el 
11Client Assistance Program11 (CAP). Los servicios provistos mediante el CAP incluyen 

asistencia en la provisión de remedios administrativos, legales y cualquier otro remedio 

apropiado en beneficio de las personas que reciben o solicitan servicios de las Agencias 

estatales de rehabilitación bajo el,.Rehabilitation Act". 

En específico la Ley de Rehabilitación Vocacional, dispone lo siguiente: 

"Sec. 112.-- Basic Vocational Rehabilitation Services 

(a) Establishment of grant program 

[ ... ] 

(b) Existence ofState programas requisite to receiving payments 
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No State may receive payments from its allotment under this Act in any fiscal 

year unless the State has in effect not later than October 1, 1984, a dient 

assistance program w hich-

(1) has the authority to pursue legal, administrative, and other 

appropriate remedies to ensure the protection of rights of individuals 

with disabilities who are receiving treatments, services, or 

rehabilitation under this Act within the Sta te; and 

(2) meets the requirements of designation under subsection (e). 

(e) Designation of agency to conduct program 

(1) (A) The Governor shall designate a public or prívate agency to 

conduct the client assistance program under this section. Exceptas 

provided in the last sentence of this subparagraph, the Governor 

shall designate an agency which is independent of any agency 

which provides treatment, services, or rehabilitation to individuals 

under this Act. 1f there is an agency in the State which has, or had, 

prior to the date of enactment of the Rehabilitation Amendments of 

1984, served as a client assistance agency under this section and 

which received Federal financia! assistance under this Act, the 

Governor may, in the initial designation, designate an agency 

which provides treatment, services, or rehabilitation to individuals 

with disabilitiesunder this Act. 

(B) (i) The Governor may not redesignate the agency designated 

under subparagraph (A) without good cause and unless-
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(1) the Governor has given the agency 30 days 

notice of the intention to make such 

redesignation, including specification of the 

good cause for such redesignation and an 

opportunity to respond to the assertion that 

good cause has been shown; 

(11) individuals with disabilities or the individuals' 

representativas have timely notice of the 

redesignation and opportunity for public 

(III) 

comment; and 

the agency has the opportunity to appeal to the 

Commissioner on the basis that the 

redesignation was not for good cause. 

(ii) lf, after the date of enactment of the Rehabilitation Act 

Amendments of 1998-

(1) a designated State agency undergoes any change 

in the organizaitonal structure of the agency that 

results in the creation of 1 or more new Sta te agencies 

or departments or results in the merger of the 

designated State agency with 1 or more other State 

agencies or departments; and 

(11) an agency (induding an office or other unit) 

within the designated State agency was conducting a 

client assistance program befare the change under the 

last sentence of subparagraph (A), the Govemor shall 

redesignate the agency conducting the program. In 
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r .... r' 

(2) 

conducting the redesignation, the Govemor shall 

designate to conduct the program an agency that is 

independent of any agency that provides treatmen,t 

services, or rehabilitaiton to individuals with 

disabilities under this Act. 

In carrying out the provisions of this section, the Governor shall 

consult with the director of the State vocational rehabilitation 

agency, the head of the developmental disability protection and 

advocacy agency, and with representatives of professional and 

consumer organizations serving individuals with disabilities in 

the State. 

(3) The agency designated under this subsection shall be accountable 

for the proper use of funds made available to the agency. 

Por otro lado, la Ley 99-319 de 1986, "Protection and Advocacy for Mentally Ill 

Individuals Act of 1986"; crea el "Protection and Advocacy of lndividuals with Mental 

lllness Program" (P AIMI). Los programas de protección y defensa vienen obligados a 

proteger y vindicar los derechos de las personas con impedimentos mentales e 

investigar reportes de abuso y negligencia en facilidades que cuiden o traten individuos 

con este tipo de impedimentos. Posteriormente la Ley fue enmendada para incluir a las 

personas con impedimentos mentales que residen en la comunidad.l 

En cuanto a la Ley 93-112 de 1987, Sección 509 de la Ley de Rehabilitación 

Vocacional que crea el "Protection and Advocacy of Individual Rights Program" (PAIR) 

debemos mencionar que dicho programa provee para dar servicios a personas con 

1 42 U.S.C.A. §§ 10801-10807, 10821-10827 
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impedimentos que no sean elegibles a recibir servicios bajo los tres Programas 

previamente establecidos de P&A (PADD, PAIMI, y CAP). A través del mismo se 

proveen servicios a personas con cualquier tipo de impedimento. 2 

La Ley 100-407 de 1998, 11Technology-Related Assistance for Individuals with 

Disabilities Act11
; crea el 11Protection and Advocacy of Assistive Teclmology Program11 

(PAAT). El Congreso extendió la "Technology-Related Assistance for Individuals with 

Disabilities Act (Tech Act)" para otorgar fondos a los P&A para que a través del manejo 

de casos, representación legal o adiestramiento de auto defensa se ayude a los 

individuos con impedimentos en la adquisición, utilización o mantenimiento de 

articulas o de tecnología asistiva.3 

La Ley 107-252 de 2002, 11Help America Vote Ad' crea el 11Help America Vote Act 

Program" (HAVAPA) y bajo este Programa los P&As tienen el mandato de ayudar a 

asegurar que las personas con impedimentos participen de los eventos electorales. En el 

caso de estos fondos los mismos no pueden ser utilizados para litigios. 

Igualmente, la Ley 104-166 de 1996 "Traumatic Brain lnjury Act of 1996"; crea el 

"Traumatic Brain lnjury Program" (TBIPA) o PATBI para proveer servicios de 

protección y defensa a los individuos con daño traumático cerebral. La referida ley fue 

reautorizada en el 2008 (PL 110-206). Las enmiendas de 2000 (PL 106-310- TítuloXIII de 

la Ley de Salud para Niños) reconocieron la importancia de la protección y defensa (P & 

A) y servicios para personas con TBI y sus familias por la que se autoriza a la "Health 

Resources and Services Administration" (HRSA) para hacer donaciones a los Sistemas P 

& A estatales por mandato federal.4 

Por último, el Título IX, Parte A, Sección 1150- Ley de Seguro Social - crea el 

Programa de Asistencia a los Beneficiarios del Seguro Social (PABSS). El Defensor 

menciona que este Programa fue establecido en 1999 bajo la Ticket to Work and Work 

2 29 U.S.C. § 794e 
3 29 U.S.C.A. § 3004 
4 42 U.S.C. 6042, et seq. 
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Incentive lmprovement Act (TWWIIA). Mediante esta Ley, las subvenciones a los 

programas de P&A proporcionan la defensa y otros servicios para ayudar a los 

beneficiarios del Seguro Social asegurar o recuperar un empleo remunerado. S 

Sobre los programas de protección y defensa bajo la DPI expone que los mismos 

exigen que la Agencia que los administre sea independiente no sólo de cualquier otra 

agencia, sino además, de cualquier entidad privada que provea tratamiento, servicios o 

rehabilitación a los individuos amparados bajo la DD Act 

Facultades investigativas y fiscalizadoras de la DPI 

Sobre ese particular, apunta que la Ley Núm. 158-2015, según enmendada, supra, 

otorga facultades investigativas y fiscalizadoras. Mediante la mencionada ley se faculta 

al Defensor a atender, investigar, procesar y adjudicar querellas relacionadas con 

acciones y omisiones que lesionen los derechos de las personas con impedimentos, les 

nieguen los beneficios y las oportunidades a que tienen derecho y afecten los programas 

de beneficios para las personas con impedimentos y conceder los remedios pertinentes 

conforme a derecho, así como para ordenar acciones correctivas a cualquier persona 

natural o jurídica que niegue, entorpezca, viole o perjudique los derechos y beneficios 

de las personas con impedimentos. Igualmente, se le faculta a 11realizar investigaciones, 

por su propia iniciativa o en coordinación con entidades gubernamentales sobre 

problemas de educación, trabajo, vivienda, salud y otras situaciones que afectan o están 

relacionadas con las personas con impedimentos, para hacer recomendaciones a la 

Asamblea Legislativa en tomo a legislación relacionada. Asimismo, podrá llevar a cabo 

investigaciones en relación con las querellas que investigue, obtener la información que 

estime pertinente, celebrar vistas administrativas y llevar a cabo inspecciones oculares. 

S 42 U.S.C.A. § 1320b-21 
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Las vistas ante esta Defensoría serán públicas, a menos que por razón de interés público 

se justifique que se conduzcan en privado.11
6 

Para que se logre lo dispuesto en ley sobre estas prerrogativas, el Defensor 

menciona que tiene la facultad de celebrar reuniones de intersección, vistas 

administrativas e inspecciones oculares. Las vistas ante el Defensor serán públicas, pero 

podrán ser privadas cuando por razón del interés público así se justifique. Además, 

podrá tomar juramentos y declaraciones por sí, o por sus representantes autorizados. El 

Defensor tiene la prerrogativa de inspeccionar récords, inventarios, documentos y 

facilidades físicas de las agencias públicas o entidades privadas sujetas a las 

disposiciones de esta Ley y a las otras leyes bajo su administración y jurisdicción y que 

sean pertinentes a una investigación o querella ante su consideración. Asimismo, podrá 

ordenar la comparecencia y declaración de testigos, requerir la presentación o 

reproducción de cualesquiera papeles, libros, documentos u otra evidencia pertinente a 

una investigación o querella ante su consideración. 

Trámite de reclamaciones y quejas 

A su vez el Defensor, tiene que establecer los sistemas necesarios para el acceso, 

recibo y encausamiento de las reclamaciones y quejas que insten las personas con 

impedimentos cuando aleguen cualquier acción u omisión por parte de las agencias y 

entidades privadas que lesionen los derechos que le reconocen la Constitución de los 

Estados Unidos de América, la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

las leyes y los reglamentos en vigor. 

A esos fines, la Oficina del Defensor tiene diversas formas de atender una queja o 

querella interpuesta por un ciudadano. Ello puede incluir, pero no se limita a, 

6 Ley Núm. 158-2015, según enmendada, supra 
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orientaciones, intercesoría y adjudicaciones. El potencial cliente es quien determina, 

desde el inicio del caso, luego de ser orientado con relación al alcance de cada uno de 

los procesos, si desea una intercesoría o si por el contrario, interesa una vista para 

dilucidar su controversia. Ahora bien, siendo los procesos adjudicativos, unos procesos 

cuasi-judiciales se le insta al querellante a agotar, en primera instancia, una intercesoría 

pues esta ha probado ser un mecanismo eficaz en la vindicación de los derechos de las 

personas con impedimentos. 

Según la DPI, ello no impide que luego de un ponderado análisis haya ocasiones 

Q7 en que, por la naturaleza de la controversia, se determine pasar directamente a una 

~ vista administrativa la querella para que, mediante una orden o resolución, se le ordene 

a alguna dependencia gubernamental o entidad privada cumplir o validar algún 

derecho de una persona con impedimento. 

El Defensor señala que una vez se recibe una petición en la que un potencial 

cliente nos solicita que se le ayude activamente a resolver un problema, se evalúa a tono 

con nuestra jurisdicción y si se justifica la concesión de un remedio de los que la Oficina 

está facultada a conceder, se le notifica por escrito a la persona que su caso será 

atendido. En caso contrario, también se le notificará por escrito, fundamentando la 

determinación e indicándole de su derecho a solicitar revisión de la determinación de 

no atender el caso, por no existir de su faz la justificación para la concesión de un 

remedio. 

Las prerrogativas y facultades otorgadas a esta Oficina nos han permitido 

trabajar diversas situaciones, entre las que podemos mencionar: 

• La realización de una monitoria a la Autoridad Metropolitana de Autobuses 

(AMA) y al Programa Llame y Viaje con el propósito de: 
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o Verificar el cumplimiento de las recomendaciones hechas en monitorias 

previas, verificar la disponibilidad de autobuses por ruta, condiciones de 

la flota para dar servicio a personas con impedimentos, cumplimiento de 

los conductores inspeccionando el autobús asignado antes de salir, 

conocimiento de los conductores para el manejo de las rampas de 

accesibilidad, funcionamiento de las rampas de accesibilidad, si los 

autobuses contaban con cinturones de seguridad y que los mismos 

funcionaran, si los timbres audibles y visibles estaban en funcionamiento, 

limpieza, mantenimiento, fumigación de la flota, entre otros. 

o Monitorias a los hogares comunitarios y/ o instituciones privadas con 

residentes con deficiencias en el desarrollo con el propósito de determinar 

si las condiciones de vida y alojamiento cumplen con los estándares 

provistos por ley. 

o Monitorias a instituciones juveniles para evaluar los servicios de salud 

mental que se les provee a los jóvenes con relación a la planta física, 

servicios que ofrecen, servidos educativos, cuidado y tratamiento de salud 

mental; realizar recomendaciones específicas al mejoramiento de los 

mismos, y velar porque el protocolo establecido para estos jóvenes incluya 

una transición efectiva en su comunidad. 

Sobre el análisis de medidas legislativas, esta Oficina afirmó que ha preparado 

además, memoriales y ponencias relativas a legislación de diversos temas que impactan 

a la población de personas con impedimentos. Desde julio de 2016 al presente. 

De la misma forma certificaron la información sobre la atención de peticiones y 

reclamos, vistas administrativas (casos nuevos e inspecciones oculares oficiales 
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examinadores), los asuntos jurídicos atendidos los cuales no se limitan a trabajo 

legislativo, pues se incluyen representaciones legales, tanto administrativas, como 

judiciales, orientaciones al público, asistencia técnica, conferencias de diversos temas, 

contrataciones, entre otros temas, actividades educativas, campaña de concienciación 

pública, información, vistas públicas, cambios sistemáticos, monitorias e inspecciones a 

facilidades y promoción de empleo, las cuales se desglosan en las siguientes tablas para 

una mejor comprensión del trabajo realizado y los logros obtenidos: 

2014-2015 2015-2016 2016-2017 
INDICADORES 

LOGRADO LOGRADO 
LOGRADO 

ATENCIÓN DE 

PETICIONES 

RECLAl\105 (C"AS05 3,246 2 .. 576 1,900 

~~n:VOS & CERRADOS) 

VISTAS ADI'v!IN1STRA TI\' A~ 

(CASOS NllEVL"'~S 

INSPECCIONE50Cll LARE5 

OFICIALES 251 253 37" 

El\A?I-fiNATX.1RFS} 
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ATENCIÓN DE ASU~TOS 
.JURÍDICOS ¡( (t",St 

.. 
~ 

ORJI.'NT.·\CI(\N LS e-\ ~u~ '.J \ • 

VJ~T <\S ADSMNJSlR-'1'11\ -\:-. 1.666 
\'l<; l'A~ JII[JI( (.1,1 f \ -

.-\Sl ". T\JS Ll:ít\1 l ~, 

ACTI\ IDADES 53.429 
EDLCATIVAS 

(PAR TI Cl PAN TES) 

CAMPAÑA DE 

l,294 

27. 132 

CONCIE.'\CL.\CIÓN Pl'BLICA En ('qntinuo 
En (\tntinu<> Pwaso (PERSO:-¡AS Pwc.:-so 

IIE'TFIC 1.-\DA~I 

INF ORI\1:\CIÓ;'I. 
(ORI ENT ACIO"\ES .\ 22.977 20.042 

REFERIDO 

VISTAS Pt'BLI C AS 4 4 

CAJ\JBIOS 
31 19 

SISTEl\1 A TICOS 

MONITORIAS E 
INSPECCIONES A 

FACILIDADES ; -9 1,477 CPtiBLJCAS Y PRIVADAS 
DE LOS PROGRAM .AS) 

PROM OCIO N DE 6.120 1.935 EMPLEO 

CARTAS 
JNFORI\1 A TI \"AS 46.130 32,4 76 (ASISTENCIA 

TÉCNICA) 

DESARROLLO DE 
1.645.70 605.80 PERSO!"AL 

EVALUACIÓN 
FOR.\1ATIVA \' 12 12 

SUI\1 A TI\' A 

1,107 

33.299 

En C<tntinuo Pr,'í. CS<l 

24.739 

4 

12 

684 

51** 

14.560 

349.5:1<** 

1 2 
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Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral 

Finalmente, la DPI nos informó que el Sistema Integrado de Cumplimiento 

Laboral es una iniciativa que fue incluida a la Ley Núm.158-2015 el 27 de diciembre de 

2016 mediante la Ley Núm. 199-2016. No obstante, es un programa que sirve como 

instrumento continuo de fiscalización y ajuste de la política pública, programas, 

beneficios, recursos, incentivos y servicios para las personas con impedimentos en el 

área de empleo y en oportunidades empresariales, comerciales, cooperativistas y 

actividades económicas relacionadas, públicas o privadas. 

Según expresó el Defensor Corchado en su ponencia, la agencia tiene el siguiente 

procedimiento para cumplir con el Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral: 

• El resumé se envía al Consorcio correspondiente de acuerdo con el área de 

residencia del candidato. 

• Se le notifica al candidato para que los contacte y se le sugiere que visite el 

Negociado de Seguridad en el Empleo. En ocasiones el Consorcio y el Negociado 

es en la misma oficina. 

• Se intenta hacer un pareo de acuerdo con la profesión del candidato y las 

convocatorias que se reciben. De surgir pareos, se le envía copia de la 

convocatoria al candidato para que haga su gestión de empleo y comparecencia a 

la agencia o entidad para cumplir los requisitos de la convocatoria y asistencia a 

entrevista de empleo, de ser llamado. Es responsabilidad del candidato hacer las 

gestiones pertinentes. 

• Se comparte con cada candidato los enlaces de ofertas de empleo. 

• El resumé se mantiene solo por un periodo de 12 meses. 

• Si el candidato sigue interesado debe volverlo a someter. 
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A lo que concluye que este programa de Sistema Integrado de Cumplimiento 

Laboral sirve como instrumento continuo de fiscalización y ajuste de la política pública, 

programas, beneficios, recursos, incentivos y servidos para las personas con 

impedimentos en el área de empleo y en oportunidades empresariales, comerciales, 

cooperativistas y actividades económicas relacionadas, públicas o privadas. 

HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES 

La Resolución del Senado 378le ordena a la presente comisión lo siguiente: 

En la Sección 1 de esta resolución se le ordena a la Comisión de Bienestar Social y 

Asuntos de Familia del Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva 

sobre el cumplimiento de la Oficina de la Defensoría de las Personas con Impedimentos 

y el Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral con las disposiciones de la Ley 158-

2015, según enmendada, conocida como la "Ley de la Defensoría de las Personas con 

Impedimentos del Estado Libe Asociado de Puerto Rico", y el cumplimiento con las 

disposiciones de otras leyes estatales y federales aplicables. 

Según se desprende de nuestra investigación surge que entre los documentos 

requeridos que la DPI tiene un Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral, es una 

iniciativa que fue incluida a la Ley Núm.158-2015 el 27 de diciembre de 2016 mediante 

la Ley Núm. 199-2016. No obstante, no ofrecieron datos estadísticos de cuantos 

candidatos colocan en empleos anualmente. Por otro lado, tampoco comunicaron si 

existe un proceso de evaluación para este programa de Consorcios a los cuales esta 

Oficina refiere a los candidatos y cual es el programa de seguimiento si alguno una vez 

culminado el proceso de búsqueda con los empleadores. 
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Por ende, se recomienda que se presente legislación para que esta oficina ofrezca 

periódicamente datos estadísticos de cuantos candidatos colocan en empleos 

anualmente, le informe a la Asamblea Legislativa de los procesos de evaluación para 

este programa de Consorcios a los cuales esta oficina refiere a los candidatos y cual es el 

programa de seguimiento si alguno una vez culminado el proceso de búsqueda con los 

empleadores. 

CONCLUSIÓN 

Esta Comisión concluye que el Gobierno de Puerto Rico, tiene el deber de velar 

por el cumplimiento de política pública que garantiza la protección del Estado sobre los 

derechos de las personas con impedimentos. Entendemos que la condición de igualdad 

de todos los seres humanos es primordial. Así como las obligaciones impuestas al 

Estado por la Sección 1 del Artículo II de la Constitución del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, que le impone al Gobierno de Puerto Rico la responsabilidad indelegable 

de proteger, promover, defender, fomentar y crear las circunstancias particulares que 

persiguen la igual calidad de vida de todos los puertorriqueños y las puertorriqueñas. 

No obstante, dado a que el propósito de la Resolución del Senado 378 era realizar 

una investigación exhaustiva sobre el cumplimiento de la Oficina de la Defensoría de 

las Personas con Impedimentos y el Sistema Integrado de Cumplimiento Laboral con 

las disposiciones de la Ley 158-2015, según enmendada, conocida como la "Ley de la 

Defensoría de las Personas con Impedimentos del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico", y el cumplimiento con las disposiciones de otras leyes estatales y federales 

aplicables, las cuales hemos esbozado anteriormente, opinamos que la Defensoría de las 

Personas con Impedimentos debería aumentar los enlaces y colaboraciones para crear 

programas que pueden realizarse en coordinación con instituciones sin fines de lucro o 
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con Agencias del mismo Gobierno, para ofrecer mayores oportunidades de 

rehabilitación vocacional y empleo a las Personas con Impedimentos los cuales estén 

dirigidos a mejorar la calidad de vida y a la integración social de estos. 

Por todo lo antes expresado esta Comisión tiene a bien recomendar a este 

Honorable Senado de Puerto Rico que reciba el presente informe final y se dé por 

culminada la investigación ordenada por la Resolución del Senado 378 en vista de que 

se han cubierto todas las áreas requeridas. 

Respetuosamente sometido, 

Comisión Bienestar Social y Asuntos de la Familia 
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Referido a la Comisión de Salud 
 

LEY 
  Para enmendar el subinciso (5), inciso A del Artículo 5 de la Ley 237-2004, según enmendada, 

así como el inciso (h), Artículo IX, Sección 2 de la Ley 72-1993, según enmendada, conocida 
como “Ley de la Administración de Seguros de Salud”  a los fines de incluir entre los 
requisitos para que todo asegurador o proveedor de servicios de salud pueda contratar con 
cualquier instrumentalidad, dependencia o agencia del Gobierno de Puerto Rico, el certificar 
que tampoco posee deuda pendiente de pago con el “Plan de Práctica Médica Intramural” del 
Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico; y para otros fines. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Al aprobarse la Ley 65-2013 se enmendó la Ley 237-2004, que regula los procesos 

uniformes de contratación de servicios profesionales o consultivos para las agencias y entidades 

gubernamentales del Gobierno de Puerto Rico, así como la Ley 72-1993, según enmendada, 

conocida como “Ley de la Administración de Seguros de Salud”. Dicha Ley 65-2013, estableció 

que todo asegurador o proveedor de servicios de salud que desee contratar con el Gobierno de 

Puerto Rico tenía que certificar que no posee deuda pendiente de pago con la Administración de 

Servicios Médicos (ASEM) de Puerto Rico. Condición esencial de contratación, que se legitimó 

por la situación precaria en la que opera el Centro Médico de Puerto Rico como resultado del 

pobre financiamiento público y de las deficiencias en las gestiones de cobro por los servicios que 

provee la ASEM a, precisamente, compañías aseguradoras y a otras entidades gubernamentales. 
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  Más aún, se expresó como inaceptable que una entidad aseguradora aspirara a acceder a la 

millonaria contratación gubernamental de la reforma de salud, mientras no estaba al día en sus 

deudas, ni había acordado un plan de pago con nuestro principal centro hospitalario. Es decir, 

anteriormente, se permitía que dichas entidades se beneficiaran de relaciones contractuales con el 

Gobierno, sin éstas cumplir recíprocamente con su responsabilidad de pago a entidades del 

Estado. 

Es vital señalar que la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES), creada 

bajo la Ley 72-1993, ante, tiene la gran responsabilidad de implantar, administrar y negociar los 

contratos con aseguradores u organizaciones de Servicios de Salud. Dicho organismo 

gubernamental enfrenta hoy enormes retos por carecer de una línea de crédito, estar próxima  a la 

eliminación de los fondos federales del “Obamacare” y en su consecuencia, experimentar la 

incertidumbre en la reducción o pérdida de los fondos del programa federal “Medicaid”, del cual 

proviene el 55% de los recursos del Plan de Salud del Gobierno (“PSG”), según informado.  

Asimismo, se ha anunciado que ASES solicitó al Secretario de Salud, Hon. Rafael Rodríguez 

Mercado, el extender los contratos de administración del “PSG” a las cinco (5) entidades a 

quienes se les delegó ese rol desde abril de 2015 (Triple-S, MMM, PMC, First Medical y Molina 

Healthcare). Y, que continúa el examen sobre la razonabilidad de las primas y los posibles 

aumento de costos, ya que se preparan para la solicitud de propuestas que se proyecta para el 

próximo año. 

Por otra parte, es fundamental reseñar la importancia y alcance del “Plan de Práctica Médica 

Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico, que ofrece 

servicios en el Centro Médico de Puerto Rico, así como en sus clínicas ambulatorias. Un 

instrumento valioso de servicio público en el área de salud, cuyo propósito es ofrecer a la 

facultad opciones de retribución acordes con las realidades económicas y profesionales de Puerto 

Rico.  Además, tiene el efecto de crear recursos económicos adicionales para facilitar el 

reclutamiento y la retención del personal docente necesario. Una fuente de financiamiento para el 

presupuesto institucional de la Universidad, y que a su vez, sirve de taller de práctica para los 

estudiantes. Plan, al que se alega también se adeuda por parte de las aseguradoras cantidades 

millonarias por los servicios médicos prestados a los pacientes.  

Por todo lo cual, esta Asamblea Legislativa entiende necesario enmendar la Ley 237-2004, 

según enmendada, así como la Ley 72-1993, según enmendada, conocida como “Ley de la 
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Administración de Seguros de Salud”  a los fines de garantizar el cumplimiento de pago al “Plan 

de Práctica Médica Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto 

Rico por parte de todo asegurador o proveedor de servicios de salud que pretenda contratar con 

cualquier instrumentalidad, dependencia o agencia del Gobierno de Puerto Rico. Un requisito, 

que se torna urgente atender con la mayor responsabilidad, dado los recortes y ajustes 

presupuestarios millonarios que se han anunciado para la Universidad de Puerto Rico, por las 

exigencias de la Junta de Supervisión Fiscal, creada bajo la Ley Pública Federal 114-187 de 30 

de junio de 2016, denominada “Puerto Rico Oversight, Management, and Economic Stability 

Act” (PROMESA).  

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 
Artículo 1.-Se enmienda el subinciso (5) del inciso A del Artículo 5 de la Ley 237-1 

2004, según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Artículo 5.-Toda entidad gubernamental velará que al otorgar un contrato se 3 

cumpla con las leyes especiales y reglamentación que apliquen según el tipo de 4 

servicios a contratarse.  De acuerdo con lo antes expresado, se debe hacer formar parte 5 

del contrato las siguientes cláusulas mandatorias: 6 

A. El contratista deberá certificar que ha rendido planillas de contribución 7 

sobre ingresos durante los últimos cinco años contributivos, previo al año que 8 

se interesa formalizar el contrato, y no adeuda contribuciones al Gobierno de 9 

Puerto Rico, de clase alguna; o que se encuentra acogido a un plan de pago, 10 

cuyos términos y condiciones está cumpliendo. 11 

En aquellos contratos cuyo pago por servicio excede de $16,000 anuales, será 12 

necesario incorporar al contrato las siguientes certificaciones: 13 
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` (1) Dos certificaciones del Departamento de Hacienda, una sobre 1 

ausencia de deuda contributiva, o existencia de plan de pago, y otra 2 

certificando de que ha radicado planilla durante los últimos cinco años. 3 

(2) Una certificación del Centro de Recaudación de Ingresos 4 

Municipales sobre ausencia de deuda contributiva o existencia de plan 5 

de pago. 6 

(3)  Una certificación del Departamento del Trabajo y Recursos 7 

Humanos sobre el pago de seguro por desempleo, incapacidad 8 

temporal o de seguro social, según aplique. 9 

(4)  Una certificación negativa de deuda de la Administración de 10 

Sustento de Menores. Este requisito se aplicará solamente en casos que 11 

el contratante sea un individuo. 12 

(5)  En los contratos de aseguradores o proveedores de servicios de 13 

salud, deberán presentar una certificación negativa de deuda o de la 14 

existencia de un plan de pago de deuda, el cual se encuentre en 15 

cumplimiento y sin atrasos, con la Administración de Servicios 16 

Médicos de Puerto Rico (ASEM) y con el “Plan de Práctica Médica 17 

Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de 18 

Puerto Rico, con fecha de expedición de dicha certificación de no más 19 

de sesenta (60) días antes de la anticipada vigencia del contrato a 20 

otorgarse por la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico 21 

(ASES).  Para efecto de este inciso, se entenderá deuda aquella 22 

obligación contractual que conlleve el pago de una cantidad cierta y 23 



5 
 

determinada de dinero, y la misma se encuentre vencida y exigible al 1 

asegurador o proveedor de servicios de salud. No obstante lo anterior, 2 

no se considerará vencida una deuda, cualquier obligación que se 3 

encuentre en un proceso activo de reconciliación de facturas y pagos 4 

entre el asegurador u organización de servicios de salud y la 5 

Administración de Servicios Médicos (ASEM), así como con el “Plan 6 

de Práctica Médica Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la 7 

Universidad de Puerto Rico. 8 

El contrato deberá incluir una cláusula donde se exprese que dichos 9 

documentos se han hecho formar parte del contrato o donde se le concede a la parte un 10 

término razonable para obtenerlos. 11 

…” 12 

Artículo 2.-Se enmienda el inciso (h) al Artículo IX, Sección 2  de la Ley Núm. 72-13 

1993, según enmendada, para que lea como sigue: 14 

“Artículo IX.- Contratación con Proveedores de Salud 15 

Sección 1.-  … 16 

Sección 2.- Procesos de Contratación 17 

Todos los procedimientos de contratación directa con los proveedores de 18 

servicios de salud deberán ser realizados conforme a las disposiciones de este 19 

Artículo. Todo grupo médico o proveedores que deseen contratar directamente, 20 

conforme a lo dispuesto en la Ley 105-2002, someterá por escrito una solicitud que 21 

deberá contener lo siguiente: 22 

(a) … 23 
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(b) … 1 

(c) … 2 

(d) … 3 

(e) … 4 

(f) … 5 

(g) … 6 

(h)  Deberán presentar una certificación negativa de deuda exigible o de la 7 

existencia de un plan de pago de deuda, el cual se encuentre en cumplimiento 8 

y sin atrasos, con la Administración de Servicios Médicos de Puerto Rico 9 

(ASEM) y con el “Plan de Práctica Médica Intramural” del Recinto de 10 

Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico, con fecha de expedición 11 

de dicha certificación de no más de sesenta (60) días antes de la anticipada 12 

vigencia del contrato a otorgarse por la Administración de Seguros de Salud de 13 

Puerto Rico (ASES).  La aplicabilidad de este inciso, estará condicionado a 14 

que la Administración de Servicios Médicos de Puerto Rico (ASEM) y el 15 

“Plan de Práctica Médica Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la 16 

Universidad de Puerto Rico, certifiquen la deuda correspondiente. Así 17 

también, el proveedor de servicios de salud o asegurador contratante no podrá 18 

ser elegible para contratación si tiene alguna deuda vencida por un término 19 

mayor de sesenta (60) días, según haya sido certificado por la Administración 20 

de Servicios Médicos de Puerto Rico (ASEM), y el “Plan de Práctica Médica 21 

Intramural” del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto 22 

Rico, así como cumplir además con los requisitos establecidos en la Ley Núm. 23 



7 
 

237-2004. Para efecto de este inciso, se entenderá deuda aquella obligación 1 

contractual que conlleve el pago de una cantidad cierta y determinada de 2 

dinero, y la misma se encuentre vencida y exigible al asegurador o proveedor 3 

de servicios de salud. 4 

   No obstante lo anterior, no se considerará vencida una deuda, cualquier 5 

obligación que se encuentre en un proceso activo de reconciliación de facturas y 6 

pagos entre el asegurador u organización de servicios de salud y la Administración de 7 

Servicios Médicos (ASEM), y el “Plan de Práctica Médica Intramural” del Recinto de 8 

Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico.  9 

 Sección 3.- …” 10 

Artículo 3.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.  11 

No obstante a esto, se concede a las instrumentalidades gubernamentales involucradas en la 12 

implantación de esta Ley, un término de treinta (30) días a partir de su aprobación para 13 

establecer o enmendar la reglamentación necesaria para la implantación de sus disposiciones.  14 
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Infonne sobre la R. del S. 674 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

RECIBDO JU~11'1E!PM5:~9 

TRAt<!TES Y RECO~DS7 

3 ra Sesión 
Ordinaria 

La Comisión de Asuntos Internos, previa consideración, recomienda la 
aprobación de la Resolución del Senado 674, con las enmiendas contenidas en el 
entirillado electrónico que se acompaña. 

La R. del S. 674 propone realizar una investigación sobre la implementación y 
efectividad de la política pública del gobierno establecida en la Ley 74-2006, conocida 
como la "Ley del Programa de Ayuda a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico"; 
incluyendo el cumplimiento con la asignación de fondos establecido en dicha Ley. 

Esta Comisión entiende que la solicitud es razonable dado que presenta una 
situación que puede ser atendida por la Comisión de Hacienda del Senado de Puerto 
Rico, según lo dispuesto en la Regla 13 "Funciones y Procedimientos en las Comisiones" 
del Reglamento del Senado de Puerto Rico. 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto 
Rico recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 674, con las enmiendas 
contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 

Respetuosamente sometido, 

- ~"-
Eric Correa Rivera 
Presidente en Funciones 
Comisión de Asuntos Internos 
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R. del S. 674 
13 de marzo de 2018 

Presentada por el señor Nadal Power 

Referida a la Comisión de Asuntos Intentos 

RESOLUCIÓN 

3ra. Sesión 
Ordinaria 

Para ordenar a la Comisión de Hacienda del Senado de Puerto Rico, inYestigar realizar 
una investigación sobre la implementación y efectividad de la política pública del 
gobierno establecida en la Ley 74-2006, conocida como la "Ley del Programa de 
Ayuda a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico"; incluyendo el cumplimiento 
con la asignación de fondos establecido en dicha Ley. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 74-2006, conocida como la "Ley del Programa de Ayuda a Jugadores 

Compulsivos de Puerto Rico" se aprobó con el fin de cumplir con la responsabilidad del 

estado de "propiciar los medios para presermr y restaurar In salud mental de los ciudadanos, 

incluyendo aquellos que tienen problemas de juego compulsii'O. Así, ante la el'idente necesidad 

de ampliar y fortalecer la prestación de sen,icios n este sector de la población, la Asamblea 

Legislatim considera necesario crear mediante legislación un Programa de Ayuda a Jugadores 

Compulsii1os adsc1ito a la Administración de Sen,icios de Salud Mental y Contra la Adicción, 

que es la agencia gubemamental responsable de atender de manera integral y eficiente todo 

asunto relacionado con In salud mental y la adicción. El Programa tendrá como finalidad ofrecer 

mecanismos adecuados de pre·l'ención y tratamiento especializado en una fonua articulada a estos 
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conciudadanos que están pasando por el problema de adicción al juego para mejorar su calidad de 

Pida." 

Entonces, se estableció como política pública estimular el desarrollo social y 

económico de la familia con el fin de lograr su máximo progreso y estabilidad 

emocional a través de la implantación de estrategias dirigidas a detectar a los jugadores 

compulsivos para brindarles, tanto a ellos como a sus familiares, servicios profesionales 

de salud mental y orientación con el propósito de reducir la prevalencia del Juego 

Patológico en Puerto Rico. Dicha política pública estableció como prioridad del 

Programa de Jugadores Compulsivos ofrecer servicios de educación, orientación, 

tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas. 

Para eso, anualmente se consignaría un millón de dólares provenientes, en partes 

iguales de las jugadas al Pool provenientes de la aplicación de la Ley Núm. 83 de 2 de 

julio de 1987, según enmendada, conocida como "Ley de la Industria y el Deporte 

Hípico"; del ingreso bruto producido por las tragamonedas provenientes de la 

aplicación de la Ley Núm. 221 de 15 de mayo de 1948, según enmendada; del Fondo de 

la Lotería donde ingresan los recaudos por concepto de la venta de billetes, 

provenientes de la aplicación de la Ley Núm. 465 de 15 de mayo de 1947, según 

enmendada, conocida como "Ley de la Lotería de Puerto Rico" y del ingreso neto 

operacional proveniente de la aplicación de la Ley Núm. 10 de 24 de mayo de 1989, 

según enmendada, conocida como "Ley para autorizar el Sistema de Lotería Adicional". 

Recientemente, la Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción 

presentó el informe anual para el Año Fiscal 2016-2017, requerido por la Ley 74-20061• 

En dicho informe, establecieron que los fondos que le asigna la Ley no han sido 

depositados como mandata la Ley, en especial los de la Compañía de Turismo, los del 

Fondo de la Lotería y los de la Industria y el Deporte Hípico, adeudando entre las 3 

agencias dos millones quinientos mil (2,500,000) dólares. 

1 Dicho informe fue referido al Senado de Puerto Rico el16 de febrero de 2018 y presentado en el Orden 
de los Asuntos del Cuerpo el 27 de febrero de ese año. 
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Sin embargo y posterior a ese informe, el Senado de Puerto Rico recibió el Informe 

Anual sobre la implementación del Sistema de Video Juego Electrónico para el Año 

2017 de la Administración de la Industria y el Deporte Hípico requerido en la Ley Núm. 

83 de 2 de julio de 1987, según enmendada, conocida como "Ley de la Industria y el 

Deporte Hípico"2• En dicho informe, se establece un ingreso neto del Sistema de Video 

Juego Electrónico para el año de 2017, luego de todos los gastos asociados a las 

apuestas, de trece millones ochocientos noventa y ocho mil quinientos catorce 

(13,818,514) {13,898,514) dólares. 

Otro informe, el requerido por la Ley Núm. ??1 de 15 de mayo de 1948, según 

enmendada y el Reglamento de Juegos de Azar de Puerto Rico del 9 de septiembre de 

2015 (Reglamento 8640) y fechado el 1 de marzo de 2018 sobre la Operación de 

Máquinas Tragamonedas en los casinos de Puerto Rico para el primer semestre del Año 

Fiscal 2017-2018 establece una distribución de dieciséis millones ochocientos setenta y 

seis mil doscientos treinta y cinco (16,876,235) dólares a la Compañía de Turismo. Esa 

distribución es adicional de veintinueve millones setecientos veintinueve mil seiscientos 

cuarenta y seis (29,729,646) dólares a la Universidad de Puerto Rico, ocho millones 

ochocientos noventa y seis mil (8,896,000) dólares al Fondo para el Desarrollo de la 

Industria Turística y nueve millones novecientos nueve mil ochocientos ochenta y dos 

(9,909,882) dólares al Fondo General del Departamento de Hacienda. 

Es imperativo que el Senado de Puerto Rico investigue la implantación y el 

cumplimiento con la política pública establecida en la Ley 94 74-2006 y de ser necesario 

revisar la Ley y los procedimientos establecidos por las agencias llamadas a financiar el 

Programa de Ayuda a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico. 

1 Dicho informe fue referido al Senado de Puerto Rico y presentado en el Orden de los Asuntos del 
Cuerpo el 5 de marzo de 2018. 
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RESUÉL VESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Ordenar Se ordena a la Comisión de Hacienda del Senado de Puerto 

2 Rico, inYestigar renli:nr unn iJwestignción sobre la implementación y efectividad de la 

3 política pública del gobierno establecida en la Ley 74-2006, conocida como la "Ley del 

4 Programa de Ayuda a Jugadores Compulsivos de Puerto Rico"; incluyendo el 

5 cumplimiento con la asignación de fondos establecido en dicha Ley. 

6 Sección 2.-La Comisión rendirá un informe con sus hallazgos, conclusiones y 

7 recomendaciones, en un término dentro de noventa (90) días, luego de aprobada después 

8 

9 

de ln aprobación de esta Resolución. 

Sección 3.-Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su 

1 O aprobación. 
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